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I. Antecedentes:

De conformidad el mandato de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, contenido en su resolución AG/RES. 2418 (XXXVIII-O/08) “Acceso a la Información Pública: Fortalecimiento de la Democracia,” la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, del Consejo Permanente, realizo una sesión especial sobre el tema de Acceso a la Información Pública el día 15 de Diciembre de 2008.  En esta sesión participaron los Estados miembros, miembros de la Secretaría General, representantes de la sociedad civil, académicos y expertos para examinar el tema, teniendo en consideración las recomendaciones sobre Acceso a la Información Pública contenidas en el Estudio de Acceso a la Información organizado por el Departamento de Derecho Internacional (Documento CP/CAJP 2599/08) y presentado el 24 de abril de 2008 en esa misma Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos.  
De acorde con el mandato de la Asamblea General, el propósito de esta sesión especial es brindar insumos – antecedentes, ejemplos y recomendaciones – que los Estados miembros utilizaran en sus deliberaciones sobre la posibilidad de elaborar un Programa Interamericano, una Convención Interamericano, o algún instrumento sobre Acceso a la Información Pública.  Aunque la sesión no encomendó a los Estados a tomar una decisión sobre el tema dentro de esta misma, la Presidencia de la Comisión la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos recomendó que los Estados tomaran nota de las aportaciones de la sesión especial en preparación para tomar una decisión sobre la posibilidad y tipo de instrumento que se elaborará sobre el tema.  Al efecto mencionó que se programará una sesión de esta Comisión antes de mayo del 2009 en donde los Estados deberían de pronunciarse sobre el mandato de la Asamblea General respecto un programa u otro instrumento.  Además, la sesión especial buscó aportar insumos para la preparación de un Estudio de Recomendaciones sobre Protección de Datos Personales por el Departamento de Derecho Internacional.
II.  Sesión de Apertura:

Como primer punto en el orden del día, la Embajadora María del Luján Flores, Presidenta Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, Representante Permanente del Uruguay ante la OEA, resaltó la importancia fundamental del derecho de todo ciudadano al acceso a la información, siendo este un derecho humano que comprende el derecho a informarse y a protegerse de la información mal difundida,  Destacó además que el acceso de la información pública es un requisito indispensable para el ejercicio de la democracia. Para finalizar la sesión de apertura dio bienvenida, a nombre de la Comisión y de su Presidencia, a los panelistas por su participación en este evento tan importante para la toma de decisiones sobre el tema de acceso a la información.  
III. Aspectos de Derechos Humanos de Acceso a la Información:
En el primer panel, la señora Catalina Botero, Relatora Especial para Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos presentó los fundamentos jurídicos del Acceso a la Información Pública como un derecho humano.  En esta sección, la Relatora Especial expuso la jurisprudencia y los principios que sustentan los límites, los alcances y los temas no resueltos sobre el derecho del acceso de la información.  
El tema de acceso a la información, mencionó ha tenido un impulso notable en la región, a pesar de haber sido un tema que históricamente no había recibido gran importancia, esto particularmente en los Estados que se estaban recuperando de las tragedias de las dictaduras, los que eran Estados que no solo no permitían el acceso a la información, sino que protegían el secreto.  También expreso que el ciudadano en la democracia es autónomo, no necesita guías iluminados.  La sociedad, mencionó, se auto administrativa y para eso se necesita saber como se utilizan los recursos del Estado.

Notó en particular las tendencias en el continente durante los últimos 10 anos, mencionando como algunos Estados, incluyendo México, Argentina, Perú, Chile, Uruguay, han logrado un progreso significativo, y mencionó que en otros países en donde no hay legislación sobre el tema ya se encuentran estudiando la posibilidad de llevarla acabo.  En el mejor de los casos, desde un punto de vista personal, destacó la importancia de presentar un frente avanzado y unido en la Américas que sería un ejemplo para el mundo entero.
De los principios fundamentales para una tesis sobre el tema destacó los siguientes: 1) que la sociedad democrática se autodetermina; 2) que la única manera de ejercer los derechos individuales es conocerlos y hacerlos efectivos como mecanismo para ejercer otros derechos; y 3) que el incremento al acceso resulta en mas transparencia, mas control y menos corrupción.  
Destacó además que el alcance de este derecho es, el derecho duro, de los estándares americanos que han sido fijados por el cado de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de Claude Reyes v. Chile.  Este establece que el derecho de acceso a la información es un derecho humano y que su violación genera responsabilidad internacional de los Estados.  
Con respecto a la personas que son objeto de este derecho, explicó son todos los habitantes de un territorio determinado que tienen el derecho al acceso, basta con que una persona quiera conocer una información para hacer su solicitud y se debe entregar la información con solo algunos límites.  En cuanto a cuál es la información a la cual se debe acceder, recalcó que incluye toda la información que repose en los archivos del Estado, que el Estado administre, produzca o que deba producir, tomando en cuenta que el Estado archiva, administra, produce y debe producir.  En este caso mencionó que cuando se habla del Estado, no es el poder ejecutivo, pero también es poder legislativo y judicial, no solo a nivel central sino descentralizado, es decir, todos los involucrados, e incluye a todos los organismos del estado de cualquier rama y cualquier nivel de gobierno.

Con respecto a las obligaciones positivas que supone este derecho mencionó las siguientes: 1) que el estado debe promover de oficio la información básica para el ejercicio de otros derechos; 2) que el estado debe tramitar o responder en un tiempo razonable las solicitudes de información de los ciudadanos; y 3) que el estado debe producir aquella información que es necesaria para el cumplimiento de sus deberes.  Adicionalmente tiene la obligación el Estado de reformar todas aquellas normas contrarias al derecho acceso de información y finalmente proferir normas de implementación de leyes de acceso de la información, como también implementación de políticas de capacitación.
Con respecto a las políticas de divulgación, hizo referencia a que el derecho de acceso a la información debe contar adicionalmente con un recurso administrativo, que sea simple expedito con un plazo razonable que deba responderse de manera motivada. Además, será a través de este que el Estado deberá contestar oficialmente cuando no haga entrega de la información solicitada – casos en los cuales la carga de la prueba para demostrar que la información no es divulgable recae sobre el Estado.
Con respecto a las exclusiones o excepciones al derecho de acceso, esos donde no entrega el estado la información solicitada, se refirió a que el derecho de acceso a la información no es un derecho absoluto.  Es así que los límites deben estar establecidos en una ley, en sentido formal, una ley precisa y clara, y, la finalidad eventual se debe limitar a una reserva útil, necesaria y estrictamente proporcionada para evitar perturbaciones, como puede ser la seguridad nacional, el orden publico, entendido de manera democrática y de derechos fundamentales de terceros, pero como es una excepción, la lógica es que se interpreta de manera irrestrictita.
Sobre las excepciones mencionó se le debe aplicar una prueba estricta de necesidad, establecido así por la jurisprudencia, que debe haber un control judicial sobre las decisiones administrativas, así como un juez independiente que debe evaluar los estándares internacionales, como por ejemplo, si tiene una finalidad legitima, si solo se reserva la información de terceras personas será el juez que toma la ultima decisión sobre cuales son los alcances de un derecho determinado.
Respecto a los temas no resueltos, mencionó la información sensible, en segundo lugar la obligación de producir información y por ultimo si los ciudadanos tienen derecho de acceso al dato en bruto.  

Al finalizar la presentación de la Relatora Especial, la Presidenta de la Comisión dio la palabra a las delegaciones.  En primer lugar, la Delegación de Colombia manifestó una serie de inquietudes. Primero mencionó la posible situación en donde no necesariamente tiene que provenir a los procesos, es decir, qué sucede con procesos sensibles (como por ejemplo los procesos penales) cuando las personas tienen la posibilidad de acceder a la información en su totalidad. Así también mencionó que los términos para responder lo debe establecer cada legislación de manera individual y por ultimo mencionó que el derecho a la intimidad debe ser protegido, incluyendo cuestiones como el salario que gana una persona, para los cuales debería haber limites sobre el particular, por motivos de seguridad por ejemplo secuestro.  Por otro lado planteó la inquietud de que si es la responsabilidad del Estado en caso de suministrar esa información, y como ejemplo adicional mencionó el caso de las personas privadas de libertad a quien no le interesa que esa información se le de al común ciudadano.  En estos casos preguntó quien establece los límites de la intimidad y el acceso de la información.
Con relación a sus inquietudes, la Relatora respondió que el Estado puede proveer directamente cierta documentación porque es su obligación de manera directa, por ejemplo, a través de la página Web, sobre los procesos judiciales.  Mencionó que hay por lo menos 3 casos en que la reserva es legitima, primero en investigaciones criminales, tiene una reserva justificada, segundo, la reserva del sumario de un caso penal y por último casos en los cuales hay sujetos vulnerables, mujeres o niños, sujetos de violencia sexual.
En cuanto a la prueba sobre los plazos, lo determina cada legislación, y debe ser razonable.  Sobre el salario, mencionó que es una cosa el salario público y otra los bienes propios, hay legislaciones que mencionan el salario publico y no los bienes propios y viceversa, entonces no conviene no ser funcionario publico, es una discusión pendiente.  Y por último cuando mencionamos personas privadas de libertad, nos referimos al número de personas que están en las cárceles.

Acto seguido, tomó la palabra el delegado de Trinidad y Tobago, estableciendo que su país no reconoce la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pero en cuanto a los limites propuestos que podrían imponerse al acceso a ciertos tipos de información, surgió la interrogante de que forma la comisión aborda los elementos donde rige el common law, el derecho consuetudinario, y como podrían abordarlo con respeto de esos países. También pregunto como se trata el acceso de información para aquellas personas que no son ciudadanos del país al cual se solicita, en específico si estas podrían tener derecho de acceso información por cuestiones judiciales.
A continuación Venezuela hizo uso de la palabra y mencionó que cuando se habla del derecho al acceso a la información – con énfasis en el hecho de que todos los ciudadanos deben recibir cualquier tipo de información, acceso a la educación, cultura – se habla de que tiene que haber un acceso integral de los ciudadanos en un determinado país y, por otro lado, planteó la pregunta de qué sucede cuándo se habla de un modelo comunicacional monopolizado en donde no se habla de violar la libertad de empresa, sino de monopolio informático, es decir, qué sucede cuándo el Estado proporciona información bien sea a los medios de comunicación, sociedad civil y existe una distorsión de esta información en la comunicación de esa a los ciudadanos, cuando esa distorsión no pertenece al Estado.
Acto seguido la delegación de Estados Unidos hizo uso de la palabra manifestando que el derecho de acceso a la información es un tema de derechos humanos de gran importancia.  Así también compartió algunas informaciones basadas en las experiencias de Estados Unidos, mencionó la legislación sobre la materia en este país, menciono la importancia de la participación de la sociedad civil en los procesos de acceso y, finalmente, argumento que Estados Unidos considera que se es capaz de lograr acciones en cuanto a la materia de manera cooperativa y ratifico el gran deseo de su país en apoyar el proceso.

México, a continuación, manifestó que su país ha establecido leyes claras en materia de acceso a la información pública y que los 32 estados cuentan con leyes de acceso a la información publica, norma que se rige por el principio de máxima publicidad, protección de datos personales en los términos y excepciones que fijen las leyes, y el acceso gratuito para todo ciudadano.  
Posteriormente Panamá compartió avances en la materia, ya que desde el 2002 existe una ley sobre este tema, y la ley se elevo a rango constitucional consagrando este derecho.  Así también establece una serie de principios, que todos los habitantes tienen derecho de información gubernamental, estos principios son de publicidad, gratuidad, un tiempo de respuesta de 30 días, en donde también existe un recurso jurisdiccional para ejercer la acción de habas data.  En cuanto a la exposición de la relatora, mencionó que lo ideal seria tener un tratado interamericano sobre este tema, tomando en cuenta que esta región del mundo seria pionera, y mencionó que a la delegación de Panamá le parece interesante plantear esa propuesta.  Finalmente formulo la pregunta en el sentido de que si de repente primero es más conveniente elaborar una ley modelo, como primer paso previo, para facilitar a los estados en sus derechos internos y luego pensar sobre un tratado.

Chile mencionó que desde el 2007 cuentan con una ley de acceso a la información pública, texto del cual establece un acceso amplio a la información y con excepciones. 
Perú hizo uso de la palabra a lo que menciono que su país también cuenta con una Ley sobre el acceso de información, la misma que tiene rasgo constitucional desde 1993 y que en el año 2003 se establece una ley de transparencia y acceso a la información publica y la que dispone que todo información que supone el Estado, es pública, salvo excepciones establecidas en la misma ley. Finalmente abordo una pregunta en relación al tema de las limitaciones, refiriéndose al saber si en la legislación comparada se prevé otras limitaciones, por ejemplo como en las negociaciones diplomáticas o comerciales.
Finalmente Republica Dominica comento sobre la ley de su país donde, aprobada en 2004, que consagra y reitera el derecho a la información, estableciendo el principio de la publicidad de todos los actos de la función descentralizada y centralizada y estableciendo un procedimiento para el acceso a la información con un plazo de 15 días que podría ser prorrogable a 15 días mas.  Esta establece además una oficina de libre acceso de la información para dar cumplimiento al marco legislativo existente y para asumir el compromiso de manera seria para facilitar la información a los ciudadanos.
Finalizadas las preguntas y comentarios, la relatora procedió a dar respuesta a cada una.  En primer lugar, en cuanto al Caribe, mencionó que existe un comisionado dentro de la CIDH del Caribe que siempre esta obligando a la Comisión hacer la traducción del derecho romano al anglosajón. Hizo referencia a los estándares de la corte y mencionó que no existe estándar regido por el common law, en este momento llevaría mucho tiempo, pero mencionó que se esta considerando hacer una reunión especial con el Caribe para hablar de estos temas y otros.  En segundo lugar, los ciudadanos tienen derecho a la información con las limitaciones establecidas, y menciono que los residentes deberían tener los mismos derechos, pero una persona de turismo, sin embargo, podría tener otros derechos individuales, podría haber derecho a la información restringida, es una idea para la discusión, ya que no hay estándares establecidos.  En tercer lugar, una verdadera democracia militante incluyente las garantías sociales, pero sin garantías políticas estos pierden fuerza y absolutamente comprometida con la declaración de principios, pues se debe aplicar leyes antimonopolios.  En cuarto lugar, la defensa de las políticas del Estado, lo debe hacer el mismo Estado a través de un modelo plural, pero debe tener canales para defender sus posiciones.  En quinto lugar, en cuanto a Estados Unidos con su experiencia y la canadiense que también es importante, resalto el plazo de reserva que establece que las limitaciones no pueden ser perpetuas, para limitar la arbitrariedad.  En sexto lugar, en cuanto al Perú, mencionó que son los mismos límites de la libertad de expresión, no debería haber ningún límite adicional.  En séptimo lugar, en cuanto a la ley o tratado, realmente hay 2 oficinas que trabajamos en coordinación tanto el Departamento de Derecho Internacional y el Departamento de Gobernabilidad y Modernización del Estado en las cuales se esta discutiendo este tema, en particular la convención seria pionera, la ley modelo también es interesante, estamos trabajando en las distintas alternativas para promover el derecho en la región.

IV. Aspectos de Democracia y Gobernabilidad de Acceso a la Información:
Para dar comienzo con el panel sobre la democracia y gobernabilidad, la Presidenta de la Comisión dio la palabra, en primer lugar, al señor Pablo Zúñiga, Director, Departamento de Gobernabilidad y Modernización del Estado de la Secretaría General.
El señor Pablo Zúñiga expresó que la promoción al acceso de información requiere de una labor coordinada e integral y presento un texto con el objetivo de apoyar algún programa o convención interamericana sobre acceso a la información publica.  Consideró importante presentar las conclusiones que sirvieron de base al documento, mismo que constituye un insumo para la reflexión de esta sesión especial.  Es así que puntualizó que el derecho de acceso a la información tiene una estrecha relación con la transparencia e integridad con las entidades públicas, claves para la democracia, representa un medio para promover la participación ciudadana, como la confianza en la instituciones gubernamentales, facilita el ejercicio de los derechos sociales, civiles y políticos, en tanto que amplia las posibilidades de influenciar y tomar decisiones.  Por lo que también fortalece la relación entre los gobiernos y los gobernados, en esas condiciones permite que las personas que conozcan el ejercicio del mandato que los gobernantes elegidos hayan establecido y a la vez garantiza que la toma de decisiones colectivas se basen en criterios informados.  Mencionó que es un tema elemental y central en la lucha contra la corrupción, como amenaza más poderosa que enfrenta el desarrollo económico y social de todo Estado, ya que la apertura de canales de información, control y participación ciudadana, hace posible señalar los abusos, errores, y deficiencia de la función pública.  Consideró primordialmente los siguientes puntos:
1. Que es indiscutiblemente importante que haya una clara voluntad política tanto en la adaptación como en la formulación de políticas de acceso a la información para asegurar su efectiva aplicación. 

2. Que los esfuerzos por si solos no son suficientes, siendo indispensable generar mecanismos para implementar legislación existente.
3. Que entre las dificultades que se han detectado en el proceso de implementación de las normas, se pueden mencionar las deficiencias en el manejo de los registros públicos y la sistematización y categorización de la información. 
4. Que es necesario conocer las prácticas y procesos y generar medios de intercambio de experiencias.
5. Que resulta también de gran utilidad conocer las prácticas y procesos seguidos por otros países en materia de acceso a la información para mejor adecuar los procesos internos de cada país. 
6. Que es necesario contar con los instrumentos que permitan aplicar las políticas acompañadas de diagnósticos adecuados sobre la situación del acceso a la información y sobre los problemas y el suministro de la información, contar con los mecanismos y recursos que se requieren para la implementación de las políticas
7. Que el papel desempeñado por la sociedad civil en la promoción y avance en el derecho de acceso a la información con espacio de participación de las mismas es indispensable.

8. Que construir las bases y la infraestructura que se quiere para el suministro de la información publica, implica cambios profundos tantos en los procesos y en el cambio de cultural, creencia y aptitudes de los funcionarios públicos y también en la ciudadanía, de debe llevar a cabo campañas y procesos de capacitación.
9. Que el gobierno debe ofrecer tecnología de información para fortalecer su gestión, a través de mejorar a una creciente gama de servicio, promoviendo mayor transparencia y eficiencia por parte de los servidores públicos.
10. Por ultimo menciono que vale la pena señalar que el gobierno electrónico ofrece medios prácticos para garantizar y facilitar el acceso a la información pública
A continuación se le dio la palabra al la señora Jacqueline Peschard Mariscal, Comisionada, Instituto Federal de Acceso a la Información (México),  la cual describió la experiencia de México en cuanto a su legislación interna en la materia en el compromiso de hacer efectivo del ejercicio práctico del acceso a la información:
Introducción del derecho en el marco normativo mexicano, menciono que en el año 1977 se introdujo particularmente el derecho de acceso  a la información, cuando se agrego a la constitución la siguiente cláusula: “el derecho a la información será garantizado por el Estado.”  En el 2001 se presento una iniciativa de ley federal de transparencia, en el 2002 entro en vigor dicha ley, y es a partir del 2003 que cualquier persona puede presentar solicitudes de información a todos los sujetos obligados de la ley federal.
Esta legislación mexicana, explico la Comisionada, se basa en los siguientes principios:

· Máxima publicidad;
· Inexistencia de requisito de acreditar interés jurídico;
· Inexistencia de requisito de exponer el  uso que se le dará a la información;
· Ejercicio del derecho gratuito;
· Procedimiento de acceso y revisión sencillo y expedito; y
· Limitaciones de excepciones.
De las excepciones, menciono que solo existen las siguientes:
· Seguridad nacional, seguridad publica;
· Información que pueda menoscabar las relaciones internacionales, dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país, poner en riesgo la vida o saludad de cualquier persona;
· Secretos comerciales, industrial, fiscal, bancario fiduciario y otros;
· Averiguaciones previas;
· Expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos;
· Opiniones o recomendaciones que forman parte del proceso deliberativo de los servidores públicos hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva; y
· Datos personales.
La Comisionada mencionó que los sujetos obligados por la ley incluyen todos los funcionarios y dependencia gubernamentales, incluyendo el poder legislativo, judicial, ejecutivo y órganos constitucionales autónomos como el banco de México, instituyo federal electoral, comisión nacional de derechos humanos, etc.
Mencionó además que la legislación en si tiene tres encargos principales: Resolver las inconformidades a las repuestas que las dependencias y entidades del poder ejecutivo federal dan a las solicitudes de información pública y de acceso y de corrección de datos personales de los ciudadanos; Proteger los datos personales en poder de las dependencias y entidades del poder ejecutivo federal; y promover y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la información
Enseguida mostró algunas planillas respecto las estadísticas de solicitudes de información ingresadas a la administración pública federal de su país después del 2006.  Mencionó también temas relevantes de solicitudes de información, sobre todo con contratos sobre todo tipos de servicios, registros sanitarios, expedientes médicos, en materia ambiental, multas, sanciones a compañías de diferente interés públicos, sanciones servidores públicos, y el asunto de las estadistas gubernamentales.  De estas resaltó las consultas al portal de obligaciones de transparencia, cuando veces se ha consultado el mismo con los temas más buscados, en especial los contratados, directorio de los servidores públicos y la remuneración por puestos, siendo los mas frecuentemente solicitados.

De las solicitudes que eventualmente recaen en un recurso de revisión, mencionó que son un promedio de 5% de las solicitudes presentadas. 
Del perfil de solicitantes, en primer lugar son los académicos, los empresarios, los medios de comunicación, perfil del recurrente. Mencionó que los periodistas que recurren al IFAI representan ocho por ciento del total.
Mencionó además que las actitudes hacia la participación ciudadana han mejorado mediante la ayuda de este sistema, creando una sociedad más consciente de sus derechos. Al respecto, el acceso de la información es un derecho que potencia otros derechos, sino en la manera en que pueda incrementar el ejercicio de otros derechos de manera clara. Mencionó que es bueno tener una ley de archivo, quizás es mejor antes que una ley de acceso, ya que se debe impulsar un mejor archivo de la administración pública.  Mencionó además que la legislación no a tenido un efecto en la percepción de los ciudadanos en cuanto a la corrupción.

De los retos principales que siguen existiendo en la práctica en México destaco el establecimiento de un sistema electrónico para el acceso a la información en las 32 entidades federales y los municipios con una población mayor de 70.000 habitantes; complementar el ciclo legislativo (Leyes sobre archivos y protección de datos personales en el sector privado); y promover con mayor fuerza una cultura de transparencia y rendición de cuentas dentro del servicio publico.
A continuación la delegación de Venezuela hizo uso de la palabra y realizó una presentación de los avances y regulación legal en Venezuela, ratificó su más alto compromiso con la garantía plena y fundamental del acceso a la información publica, en concordancia con sus principios y resaltó la importancia del acceso a la información pública como un derecho a la participación por parte de comunidades y ciudadanos y como una vía que posibilita mayor transparencia en la gestión pública del Estado.  
Acto seguido el invitado especial por parte de la delegación de Argentina compartió algunas cuestiones y contó que se hace en Argentina, la misma que cuenta con un Decreto de hace 5 años, que obliga al ejecutivo a entregar la información pública, y también establece otros mecanismos de participación ciudadana, también menciono los reglamentos relacionados en la materia como son: de acceso de información publica; elaboración participativa de normas; la constitución de audiencias publicas temáticas; y la publicidad de las audiencias de gestión de intereses.
En Argentina mencionó que es una obligación de los funcionarios con rango superior de hacer públicas sus funciones.  En cuanto a las reuniones abiertas de los entes reguladores, tienen la obligación de escuchar a los ciudadanos en la toma de decisiones en cuanto a los servicios que se están prestando  Es así que este decreto genera muchos desafíos en materia de implementación, la posibilidad de contar con una ley, lo cual funciona como punto de llegada y no de partida, en cuanto al proceso de implementación y de sanción debe ser diferenciado, el proceso de implementación es complicado por el tema de decisiones en cuanto a recursos de poder y desde el punto de vista financiero.

Mencionó además que Argentina cuenta con una ley de protección de datos personales y habeas data, con 10 años de antigüedad, para datos confidenciales como son el sexo, religión, etc., y otros datos personales que no tienen de carácter de sensibles.  Por último puntualizó que en materia de desafíos no existen estadísticas, pero mencionó que si existen trabajos de índole local y que ninguno de esos casos, supera el dos por ciento de solicitudes, por lo que considera existe una buen tarea de divulgación del acceso a la información.
Posteriormente Uruguay hizo el uso de la palabra donde manifestó el desarrollo en la materia, en especial en su país donde se ha promulgado ya una ley sobre acceso a la información y otra sobre radiodifusión comunitaria.
A continuación Estados Unidos menciono el interés de ese país sobre en qué forma la OEA podría participar con los ciudadanos y la sociedad civil a fin de ampliar el acceso de la información en la OEA y los Estados miembros, como una sugerencia en los campos fundamentales para promover el cumplimiento de los compromisos de los estados miembros.

Finalmente México señalo que el acceso a la información pública, es una política de estado y es una ley más orientada a los más desprotegidos porque tiende a dar acceso a todos los ciudadanos.
V. Protección de Datos Personales:
A continuación, la Presidenta la Comisión de le dio la palabra al señor Hugh Stevenson, Director Adjunto, Sección Internacional de Protección al Consumidor, del U.S. Federal Trade Commission, quien dio una presentación sobre la protección de datos personales.

Sobre el particular, el señor Stevenson mencionó que el tema abarca un universo de temas, con una gran diversidad de leyes y un conjunto de organismos internacionales que juegan un papel en el análisis y en la protección de la privacidad de datos.  Al efecto, explico que cuando se habla de la protección de la intimidad de la información personal, en la actualidad la conversación se entorna generalmente desde el punto de vista comercial y el sector publico. En este último caso, mencionó que el gobierno generalmente establece un conjunto de normas para regular lo que se puede (y no se puede) hacer con los datos personales de las personas, así como cuando se puede o cuando se debe difundir dichos datos.  En tales casos mencionó que es la privacidad (la intimidad) es el punto de partida que normalmente emplea el gobierno respecto la recepción y manejo de los datos.  Por otro lado son los gobiernos quienes establecen estrategias sobre el acceso o limitación del acceso a información protegida o confidencial, quienes establecen estrategias sobre el posible o eventual uso por parte del gobierno (o actores privados) de dichos datos.  

Así las cosas, son los gobiernos quienes influyen de manera más directa en la protección de la intimidad de una persona con respecto a sus datos personales.  Por tal manera, es de responsabilidad suprema del gobierno a establecer una estrategia consistente en la seguridad de la información privilegiada, en todas sus manifestaciones, incluyendo por ejemplo la seguridad de las computadoras, bases de datos y seguridad cibernética.  
El señor Stevenson paso a explicar que además existe un gran desafió respecto la terminología que se emplea en materia de “protección de datos,” “protección de datos personales,” “privacidad” e “intimidad.”  Por ejemplo, la frase protección de datos es un término técnico que significa la protección y la confidencialidad de los datos personales de una persona.  Sin embargo, se refiere también a un enfoque jurídico desarrollado en Europa, con significados técnicos específicos al marco normativo en el cual se desarrollo y en el cual tiene (o puede tener) un significado técnico que no es fácilmente discernible fuera de ese contexto.  Por lo tanto, explicó que se debe tener cuidado en el empleo de los términos utilizados para ser referencia a este ramo de derecho y función pública. 
Con respecto al uso de los datos privilegiados, explicó el señor Stevenson que primero se debe tomar en consideración la forma (o manera) en la cual los datos fueron recopilados por el gobierno – influyendo si los datos fueron proporcionados voluntariamente por el sujeto de derecho de los mismos u obtenidos por el gobierno de alguna otra manera.  En cada caso, mencionó que se debe establecer una estrategia consistente para limitar el uso y la distribución de esos datos.  En contraste, mencionó que existen leyes más generales aplicables al sector privado respecto la protección de datos, el empleo de datos personales y la intimidad de la persona.  Al efecto mencionó algunos mecanismos de control que limitan o regulan el uso de datos personales por parte de entidades privadas, así como el lugar donde y la manera como deben o pueden usarse.  Como ejemplo mencionó una Directiva de la Unión Europea de 1995 que establece los límites de usos para estos datos, que pudieran servir como modelos de estudio para las Américas en la exploración de la manera más adecuada para regular este ramo.  Mencionó además que existen directrices que regulan la intimidad y el uso de los datos conexos, así como directrices que protegen estos datos cuando los mismos cruzan fronteras hay un interés renovado.  Mención además que estos modelos ya han estado en operación por varios años en la Unión Europea y también podrían dar lecciones que puedan aplicarse en la regulación de estas materias dentro de los Estados Miembros de la OEA.  

Finalmente mencionó que existe un proyecto de dialogo mundial sobre la intimidad de la información sobre datos automatizados que tiende a proporcionar una expresión mas especializada de los limites del uso de información privada el sector comercial, haciendo hincapié en la importancia de que los Estados Americanos participen en estas labores destinadas a establecer un nuevo derecho universal para la protección de la privacidad y datos personales.
VI. Recomendaciones de la Sesión Especial:

Acto seguido, la presidenta de la Comisión del dio la palabra a la señora Laura Neuman, Associate Director del Americas Program y Project Manager del tema de Acceso a la Información del Centro Carter.
En su presentación, la Señora Neuman proporcionó una serie de pasos y recomendaciones a los Estados Miembros para avanzar el tema de acceso a la información en la Américas.  En primer lugar, mencionó los importantes avances que ya se han realizado.  Entre estos destaco la decisión de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso de Claude Reyes vs. Chile.  También resaltó varias resoluciones de la Asamblea General de la OEA sobre la materia.  Sin embargo, enfatizó que de puede y debe hacer mucho más para garantizar el derecho de acceso a la información en todos los estados del continente.

En primer lugar mencionó la posibilidad de adopción de una convención Americana sobre acceso a la información y explico los pasos necesarios para redactar e implementar una convención, así como las ventajas y desventajas del proceso.  Una convención, explicó, ayudaría a armonizar y estandarizar las normas estatales interamericanas sobre el tema.  Asimismo, una convención ayudaría a numerosos estados a incrementar o establecer su marco normativo para la protección y promoción de este derecho.  En este sentido, una convención representaría un avance significativo en la región, especialmente si esta contienen las disposiciones y mecanismos necesarios para dar seguimiento a su implementación, así como instrucciones específicas y supervisión para el asegurar el cumplimiento de la misma.  
Sin embrago, explico que también existen algunas desventajas que se deben tomar en consideración al momento de decidir si los estados desean adoptar una convención sobre acceso a la información. En primer lugar mencionó el tiempo que tomaría la redacción y negociación del texto de esta – explicando que ese tiempo y los recursos destinados a la tarea podrían emplearse en otras labores destinadas a avanzar el derecho de acceso a la información en la región.  Mencionó además que, por su propia naturaleza, una convención podría caer en el denominador común mas bajo entre los estados en cuanto a al texto de esta.  Al efecto mencionó la experiencia del Consejo de Europa que recientemente adoptó una convención sobre acceso a la información – un instrumento recibido por fuertes críticas.  Esta, mencionó, es menos fuerte y su alcance más limitado que las legislaciones de los Estados parte y, en ese sentido, un paso hacia atrás en numerosos sentidos.  
Mencionó además que, como suele a suceder con algunas convenciones, una convención americana sobre acceso a la información pública podría ser inejecutable o sujeta a incumplimientos.  Podría llegar a hacer también una distracción en otros esfuerzos sobre la materia.  Resaltó además el peligro que se presento en Europa de que una convención americana podría ser más limitada que las actuales legislaciones nacionales en los Estados miembros. 
Al tomar los puntos a favor y los puntos en contra, mencionó que si los estados decidieran seguir adelante sin una convención, menciono algunos otros instrumentos que los estados podrían considerar para avanzar y proteger el derecho de acceso a la información.  En primer lugar mencionó el establecimiento de un grupo de expertos (grupo de trabajo) de los estados para crear un régimen práctico para la promoción del derecho de acceso.  Al efecto menciono los principios ya elaborados por el Comité Jurídico Interamericano que podrían servir como un punto de partida.  En segundo lugar explico la importante función que pueden y deben jugar el proceso de las Cumbres de las Américas en avanzar este derecho, como por ejemplo podría ser la inclusión de directrices específicas y de un alcance amplio dentro de la Declaración y Plan de Acción de las Cumbres.  Alternativamente explicó que se podría crear un mecanismo de seguimiento, quizá dentro de un programa interamericano sobre acceso a la información, similar en algunos sentidos al mecanismo de seguimiento anticorrupción de la OEA.  Dicho mecanismo se podría basar en informes estatales de los estados sobre los avances en la implementación y ejecutibilidad del derecho del público a los documentos en posesión del estado.  
Para finalizar su presentación, la señora Neuman hablo de los procesos, ejemplos e instrumentos que contienen lecciones importantes para los Estados Miembros de la OEA.  Entre ellos mencionó la Declaración de Atlanta (y su plan de acción), documento concluido en la Conferencia Universal del Centro Carter sobre Acceso a la Información, realizada en Febrero de 2008, y que contienen los pasos siguientes que expertos de todas partes del mundo decidieron son importantes para los Estados.  Hablo también de la convención del Consejo de Europa y las lecciones que tiene para otros procesos, tanto los elementos importantes que se deben incluir en un instrumento de este tipo, así como los percances procesales que se deben evitar en su elaboración. 
En materia de recomendaciones finales, recordó que, independientemente del tipo de instrumento que decidan adoptar los Estados, es menester incluir y consultar a la sociedad civil, en todo nivel y de la manera más transparente.  Mencionó que se deben establecer normas y pasos claros que los Estados deben seguir, que se debe asegurar la implementación y seguimiento efectivo de cualquier instrumento que los Estados decidan eventualmente promulgar. Finalmente mencionó que cualquier instrumento que se adopte debe aplicar no solo a los Estados, sino que su alcance debe incluir a otras organizaciones, incluyendo a la OEA misma – siendo esta la única organización regional a nivel mundial que no cuenta  con una política interna para el acceso a la información y para la divulgación de documentos.

VII. Recomendaciones Jurídicas/Políticas para el Acceso a la Información:
Para finalizar la sesión especial, la Presidenta dio la palabra a John Wilson, Oficial Jurídico Principal, del Departamento de Derecho Internacional de la OEA, quien dio un resumen de los aspectos y recomendaciones jurídicas para la creación e implementación de un nuevo sistema de acceso a la información pública.  Explicó que estas devienen de el documento de Recomendaciones sobre Acceso a la Información, encomendado por la Asamblea General en su resolución AG/RES 2288, coordinado por el Departamento de Derecho Internacional y preparado en conjunción por dicho Departamento, el Departamento de Gobernabilidad y Modernización del Estado, el Comité Jurídico Interamericano, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente, y con la participación activa de la Sociedad Civil, en particular la participación del Centro Carter, presentado en la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el 24 de Abril de 2008.
Con respecto a estas recomendaciones, el señor Wilson, haciendo referencia a las presentaciones de la señora Botero que estableció que el acceso a la información es un derecho humano, y del señor Zúñiga que estableció que el acceso a la información es un derecho democrático, explico que en conjunción estos derechos establecen obligaciones específicas para los Estados.  En este sentido, mencionó que las recomendaciones de su presentación fueron destinadas específicamente para ayudar a los Estados en el cumplimiento de estas.
En primer lugar explico las recomendaciones de políticas contenidas en el estudio, estas divididas en recomendaciones para los Estados Miembros y recomendaciones para la Organización de los Estados Americanos.

De las recomendaciones para los Estados, explicó que el acceso a la información pública se debe hacer parte inherente de todas las funciones públicas.  Así mismo, explico que los Estados deben promulgar legislación que establezca el derecho de acceso a la información (en los términos de las recomendaciones legislativas que explicó en la segunda parte de su presentación).  También mencionó la necesidad de que los Estados rescindan toda legislación que protege el secretismo o conspira de alguna manera en contra del acceso a la información.
Recomendó además que los Estados consideren la elaboración e implementación de un instrumento interamericano sobre acceso a la información, ya sea un programa interamericano, una convención interamericana, una ley modelo para la región, o algún otro instrumento.  Asimismo, recomendó la necesidad de que los Estados destinen los recursos financieros necesarios para crear y mantener un sistema de acceso a la información, y la necesidad de crear un sistema de recurso y audiencias para los casos en los cuales el derecho de acceso se haya negado a algún ciudadano.
Entre las recomendaciones de políticas para los Estados recordó la necesidad de que los Estados creen mecanismos para monitorear el cumplimiento de sus obligaciones sobre la materia, que designen oficiales (u oficinas) de información destinados(as) a apoyar a los solicitantes de información, que den capacitación a sus oficiales gubernamentales sobre como cumplir con sus obligaciones de acceso, y que eduquen a sus ciudadanos en la existencia y empleo de sus derechos de acceso a la información.
Pasando a las recomendaciones de políticas para la OEA, resaltó la necesidad de que la OEA implemente un sistema interno de acceso a la información pública. Asimismo, recordó la recomendación de que la OEA inicie un proceso de redacción e implementación de un instrumento – convención, programa, declaración, ley modelo, etc. – sobre acceso a la información. Destacó entonce el papel que puede y debe jugar la OEA en asistir a los Estados en la implementación del derecho de acceso a la información, así como establecer mecanismos para informar sobre el progreso en la promulgación, implementación y ejecución de este derecho.  Enseguida mencionó el papel que puede y debe jugar la OEA en la capacitación de funcionarios del Estado, en ayudar a los Estados a compartir sus experiencias y mejores prácticas, en incluir un informe anual en el estado de este derecho, en preparar seminarios y cursos sobre el derecho de acceso, en alentar a donantes en apoyar las labores de los Estados y de la sociedad civil en proteger este derecho, y finalmente en preparar recomendaciones sobre el tema de protección de datos personales.  
Pasando a las recomendaciones legislativas – diseñadas para ayudar a los Estados a elaborar el marco legislativo necesario para brindar un acceso amplio y transparente a la información del Estado – mencionó que toda legislación se debe basar en el principio de máxima divulgación.  En este sentido, el marco jurídico de todo Estado deber abril el acceso a toda información en su poder, sin limite alguno a la forma en que se defina la palabra “información,” sin limite alguno a la manera en que es grabada o almacenada, sin limite alguno de la fuente de cual proviene la información, sin limite alguno a la fecha de creación o estatus oficial de la información, y sin limite alguno de si la información a sido clasificada por el estado.

Así mismo mencionó que el este principio rige la información proveniente de todos los actores gubernamentales, incluyendo los gobiernos federales y estatales, y sus poderes ejecutivos, legislativos y judiciales.  Se extiende así a todas las agencias de gobierno y sus funciones y funcionarios, e incluye toda agencia gubernamental ya sea establecida por la constitución, legislación o alguna otra orden gubernamental.
Por otro lado mencionó que  el principio de máxima divulgación se extiende a actores no-estatales.  En este sentido, todo actor privado que reciba fondos o beneficios públicos, que cumpla funciones públicas o que explota recursos naturales deberá ser sujeto del alcance máximo de la legislación.  Asimismo, este derecho de acceso se extiende a todo actor o empresa privada, sin limitación, cuando la información requerida es directamente aplicable al ejercicio o protección de los derechos humanos.
En conjunción con el principio de máxima divulgación, mencionó la operación de la presunción de publicidad que siempre debe operar en un sistema de acceso a la información.  Esta establece que existe siempre la presunción de que la información en poder del gobierno es pública y, por ende, sujeta a divulgación.  Así las cosas, mencionó que si existe alguna duda de que si una información es (o no es) pública, debe operar la presunción a favor del acceso y divulgación.  Por otro lado mencionó que la presunción establece que toda información en posesión del gobierno debe divulgarse de manera transparente y accesible, que los gobiernos deben divulgar el núcleo de información pública de manera clara y metódica, y que deben crear una lista de información primaria que se debe publicar de manera proactiva y anticipada.

Con respecto a la elaboración y presentación de solicitudes de acceso a la información por parte de individuos, mencionó varias recomendaciones necesarias para el funcionamiento de un sistema completo y operativo.  En primer lugar, mencionó que las solicitudes de acceso se deben poder realizar ya sea en persona o por presentación de un escrito.  Dicha solicitud debe contener solo información mínima para ubicar y entregar la información.  Mencionó además que es de importancia fundamental crear un sistema que acepte y procese solicitudes de acceso SIN que el solicitante compruebe algún interés personal en la información solicitad, alguna conexión con dicha información, o justificación alguna (por más minima que sea) para obtener la información solicitada.  El simple hecho de que la información este en posesión del Estado es suficiente para que entre en operación el derecho de acceso de toda persona.  
Explicó también que un sistema legislativo debe contemplar la divulgación de información pública, en el cual el costo de realizar la búsqueda, grabar la información en algún medio o hacer copias, y en efectuar la entrega al solicitante, debe ser bajo o nulo para el solicitante, y que en ningún caso pueda crear un obstáculo ala entrega de la información. Por otro lado resaltó que un sistema de acceso a la información debe garantizar que cualquier persona en ejercicio de este derecho este libre de toda sanción o persecución.
Una vez realizada la solicitud, el señor Wilson describió las recomendaciones características para que el Estado responda a las mismas.  En este sentido indicó que el Estado debe crear un sistema claro y transparente para llegar a una decisión sobre las solicitudes, debe crear un sistema claro y transparente para el procesamiento de la información solicitada, y debe incorporar en su legislación un término razonable y corto para dar respuesta a estas.  En este último caso mencionó que se deben proporcionar extensiones al plazo de contestación solamente en casos donde se dificulta identificar o localizar la información solicitada y, en esa circunstancia, se le debe notificar al solicitante de cualquier percance antes de concluir dicho plazo legislativo.

Para asegurar el funcionamiento del sistema de contestación a solicitudes y entrega de la información, mencionó que el Estado deberá crear oficinas de información (o designar funcionarios a cargo de esta labor) dentro de todas y cada una de las agencias gubernamentales.  Dichos funcionarios deberán entregar toda la información pertinente a la solicitud realizada y dicha información deberá ser puesta a disposición no solo del solicitante, sino de todo el público. 

Con respecto a las excepciones al principio de divulgación, mencionó que estas siempre deben estar definidas de manera previa, clara y concisa en la legislación del Estado, las excepciones se deben limitar y deben responder a un objetivo expreso permitido por el derecho internacional, para los estados parte de la Convención Americana de Derechos Humanos, estas se deben limitar de manera expresa a aquellas mencionadas por la Corte Interamericana en el caso de Claude Reyes vs. Chile, y, finalmente, toda excepción debe interferir lo menos posible con el derecho de acceso a la información.  Además estableció que la carga de la  prueba siempre recaerá en el Estado de comprobar de que una excepción existe y opera en cada caso individual.  Dicha carga nunca deberá caer en el solicitante. 
Para aquellos casos en donde el Estado invoca una excepción, el Estado deberá notificar al solicitante por escrito, establecer claramente la razón por la cual la información solicitada no se entregó, y dar suficiente información para que el solicitante entienda y pueda hacer cumplir sus derechos de apelación a dicha decisión. Estas excepciones deben estar claramente limitadas y mencionó que la legislación debe incluir sanciones en contra de los funcionarios públicos que no cumplan con sus obligaciones bajo la legislación de acceso a la información.
Explicó además que existen algunas excepciones a las excepciones de divulgación – casos donde, a pesar de la existencia de una excepción que permita al Estado de hacer la no entrega de la información solicitada, opera un interés superior del público a la divulgación.  En estos casos, opera el llamado “public interest override,” donde el derecho que tiene el Estado a mantener una información secreta, se supedita al derecho del público de conocerla.  Además, en aquellos casos donde parte (pero no la totalidad) de la información contenida en un documento esta sujeta a la no divulgación, la información parcial (es decir esa no exenta por la excepción) debe ser entregada al solicitante.  Finalmente explicó que un sistema completo de acceso a la información deberá contemplar la eventual entrega de la información sujeta a excepción y por ende exenta a la divulgación.  Dicho sistema debe incluir un llamado “sunset provision,” que prevea que la información excluida por excepción deberá ser hecha pública al concluir un plazo razonable de tiempo. 
Finalmente destacó que todo sistema de acceso a la información debe contener un proceso de apelación y recurso independiente para examinar aquellos casos donde el Estado no entrega la información solicitada.  Dicho sistema de recurso debe ser independiente en imparcial y debe tener autoridad no solo de pronunciarse en casos específicos, sino también la autoridad de monitorear la implementación y operación del sistema.  Dicho sistema mencionó se puede crear mediante una agencia independiente, una comisión independiente, o un sistema de cortes en el poder judicial, o mediante una combinación de estas, siempre y cuando estén facultados de imparcialidad e independencia y de oír y pronunciarse en esos casos de no divulgación.  Dicho sistema deber ser de bajo costo para el solicitante y, mencionó, debe operar en todo caso donde la información solicitada fue sujeta a demora, denegación o incumplimiento de cualquier tipo.

VIII. Clausura:
Siendo las 14:00 horas, la Presidenta de la Comisión procedió a la clausura de la sesión especial, agradeciendo la participación de los panelistas y de las delegaciones.  En particular agradeció los insumos y recomendaciones de servirán para que, de acuerdo con el mandato de la Asamblea General, esta Comisión determine la posibilidad de redactar un programa, convención u otro instrumento interamericano sobre acceso a la información. A dichos efectos mencionó que el tema de acceso a la información se agregara al plan de trabajo de la Comisión para que, en los primeros meses del 2009, los Estados se puedan pronunciar sobre el tema.
ANEXO I: 
PALABRAS DE LA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS (CAJP), EMBAJADORA MARÍA DEL LUJÁN FLORES, REPRESENTANTE PERMANENTE DE URUGUAY ANTE LA OEA

SESIÓN ESPECIAL SOBRE ACCESO A LA

 INFORMACIÓN PÚBLICA

Washington, DC.

15 de diciembre de 2008

Quiero dar inicio a esta sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre Acceso a la Información Pública que se celebra en cumplimiento del mandato contenido en la resolución 2418 de la Asamblea General de la OEA, dando la bienvenida a todos los aquí presentes y agradeciendo la presencia de los señores panelistas cuya participación es garantía del éxito de la reunión.

De acuerdo a la doctrina más recibida la información  en un sentido amplio comprende tanto los procedimientos para obtenerla es decir acopiar, tratar, difundir, recibir como los distintos tipos de ella ya sean hechos, datos, ideas, opiniones, noticias y sus diversas funciones. El derecho a la información es un derecho humano cuyo contenido básico comprende la facultad de investigar, difundir y recibir información. En un sentido más general el derecho a la información se ha descrito como una expresión de la libertad de información que comprende el derecho a informar, a informarse y a la protección contra la información disfuncional o abusiva.

Cuando nos referimos al acceso a la información cabe preguntarse respecto a la categorización de libertad o derecho involucrado. Jellinek distingue los derechos de carácter positivo o derechos - deber de los derechos-libertades. Los primeros requieren la acción positiva del Estado, mientras que los segundos su abstención. Según esta distinción el acceso a la información se asimila al derecho - deber, es decir que implica en tanto que derecho, que los poderes públicos asuman medidas positivas para garantizar su ejercicio. El puede definirse como la prerrogativa de acceder a datos, registros y todo tipo de información en poder de cualquier organismo público sea o no estatal, con las excepciones que establezca la ley en una sociedad democrática. 

Porque nos interesa este derecho?

La visibilidad el poder es uno de los atributos que caracteriza a las democracias frente  a otras formas de Gobierno. Norberto Bobbio decía preferir, entre todas las definiciones de democracia, aquella que la presenta como “el poder público”. Utilizaba esta expresión para referirse a todos los mecanismos institucionales que obligan a los gobernantes a tomar decisiones a la luz del día y que se permiten a los gobernados “ver” cómo y donde se toman dichas decisiones. 

“Gobernar en público” supone hacer que el poder sea controlable por la mirada de los ciudadanos. Desde el punto de vista de los ciudadanos, la publicidad constituye una garantía esencial del funcionamiento del poder del Estado en una sociedad democrática, no sólo porque fortalece la confianza en ese poder, sino también porque fomenta la responsabilidad en quienes lo ejercen.

Pero la garantía del acceso público a información en poder del Estado no es sólo una herramienta práctica que fortalece la democracia, las normas de derechos humanos y que promueve la justicia, es también y ante todo un derecho humano basado en la dignidad de la persona humana. Derecho recogido en instrumentos internacionales tanto de alcance universal como regional, de índole general o vinculada a áreas específicas. A vía de ejemplo ha sido plasmado en la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, la Declaración de Principios sobe Libertad de Expresión. Ha tenido particular desarrollo en el campo del medio ambiente de allí que fuera contemplado en declaraciones como la de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo y en Convenciones como la de Aarhus sobre Acceso a la Información, Participación Pública en la Toma de Decisiones y Acceso a la Justicia en temas medioambientales.
La tendencia actual se orienta a un creciente consenso en torno al principio de que los Estados tienen la obligación positiva y autónoma de brindar la información en su poder a sus ciudadanos, con el correlativo derecho de éstos a su acceso y que este derecho aunque interrelacionado es sustancial e independiente de otros derechos fundamentales.

Como resultado de la creciente conciencia que existe en las Américas acerca de la importancia del derecho al acceso a la información pública, los Jefes de Estado y de Gobierno del continente han reconocido en las Cumbres de las Américas que una administración sólida de los asuntos públicos exige instituciones gubernamentales efectivas, transparentes que realicen una debida rendición de cuentas.

A su vez, la Asamblea General de la OEA ha aprobado una serie de resoluciones sobre el acceso a la información pública, en donde reafirma que toda persona tiene la libertad de buscar, recibir, acceder y difundir informaciones, y que el acceso a la información pública es un requisito indispensable para el funcionamiento de la democracia.

Ha reiterado también que los Estados tienen la obligación de respetar y hacer respetar el acceso a la información pública a todas las personas, y de promover la adopción de  disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para asegurar su reconocimiento y aplicación efectiva.

En el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos protege explícitamente la “Libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole”. A ese respecto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que “el derecho a la libertad de expresión incluye el derecho a divulgar y el derecho a procurar y recibir ideas e información. Sobre la base de este principio, el acceso a la información en poder del Estado es un derecho fundamental de los individuos y los Estados tienen la obligación de garantizarlo”.

Este principio sólo admite limitaciones excepcionales que deben estar establecidas previamente por la ley para el caso de un peligro real e inminente que amenace la seguridad nacional en sociedades democráticas (Principio 4 de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión).

El primer Tribunal Internacional que resaltó que el acceso a la información constituye un derecho humano fue la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Es así que en el Caso Marcel Claude Reyes y otros vs. Chile señaló que el artículo 13 de la Convención  “Ampara el derecho de las personas a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado de suministrarla, de forma tal que la persona pueda tener acceso a conocer esta información o reciba una respuesta fundamentada cuando por algún motivo permitido por la Convención el Estado pueda limitar el acceso a la misma para el caso concreto. Dicha información debe ser entregada sin necesidad de acreditar un interés directo para su obtención o una afectación personal, salvo  en los casos en que se aplique una legítima restricción. Su entrega a una persona puede permitir a su vez que esta circule en la sociedad de manera que puede conocerla, y acceder a ella y valorarla. De esta forma -señaló la Corte- el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión contempla la protección del derecho de acceso a la información bajo el control del Estado, el cual contiene de manera clara las dos dimensiones, individual y social, del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, las cuales deben ser garantizadas por el Estado de forma simultánea”.

Del análisis de la jurisprudencia del tribunal surgen elementos de importancia a considerar en primer lugar que el derecho de acceso a la información se rige por el principio de máxima divulgación el cual establece que toda información es accesible, sujeta a un sistema restringido de excepciones.

En segundo término las restricciones que pueden aplicarse a este derecho deben estar previamente fijadas por ley como medio de asegurar que no queden al arbitrio del poder público. Dichas leyes deben dictarse por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas. Las restricciones deben responder a un objetivo permitido por el artículo 13.2 de la Convención Americana. En esa línea de pensamiento la Corte estableció que las restricciones que se impongan deben ser necesarias en una sociedad democrática, lo que depende de que estén orientadas a satisfacer un interés público imperativo colocando la carga de la prueba de las posibles restricciones a este derecho, en el Estado.

El vínculo entre democracia, acceso a la información y control democrático en las cuestiones de interés público también es fácil de percibir.

La Corte ha declarado que las justas exigencias de la democracia deben “…orientar la interpretación de la convención y, en particular, de aquellas disposiciones que están críticamente relacionadas con la preservación y el   funcionamiento de las instituciones democráticas”. Expresó además que el derecho de cada persona a estar bien informada es un requisito previo fundamental para una sociedad democrática.

En ese sentido, es de particular relevancia lo señalado por el Tribunal en el caso La Nación, sobre la transparencia de las actividades gubernamentales y su incidencia en la libertad de expresión, al permitir el funcionamiento de “mecanismos de control” para que los ciudadanos denuncien toda irregularidad. En el mismo caso, el Tribunal reconoció que el “control democrático” por parte de la sociedad civil exige reducir al mínimo las restricciones al debate de cuestiones de interés público.

En el caso Canese la Corte consideró la importancia de la libertad de expresión en el contexto de una campaña electoral afirmando que ésta “permite una mayor transparencia y fiscalización de las futuras autoridades de su gestión”

Del amplio reconocimiento hecho por la Corte sobre el papel que juega la divulgación de información en una sociedad democrática, se deriva que existe una obligación positiva por parte del Estado de brindar esa información a los ciudadanos, especialmente cuando se encuentra en su poder y no existen otros medios para acceder a ella. Esto, sin perjuicio de las limitaciones excepcionales que establezcan previamente las leyes, con base en los reconocidos principios de proporcionalidad y de necesidad.

Un elemento importante a señalar es que se requiere también de la concientización de los actores políticos y sociales y de la movilización y participación de la sociedad civil para garantizar el ejercicio de este derecho. A pesar de los significativos avances normativos, queda todavía mucho por hacer para lograr un clima de respeto y efectiva vigencia del derecho al acceso de la información. En este sentido la mayor transparencia que se logra entre otras cosas con el dictado y aplicación de leyes de acceso a la información pública, disminuye la corrupción. Ello trae aparejado un aumento en las posibilidades de inversión y de la capacidad productiva de los Estados, es decir que incide directamente en su desarrollo y en la necesaria justicia social que debe presidirlo. 

Esta sesión especial se constituye  pues en un esfuerzo más que esperamos contribuya a que los Estados Miembros de la OEA y los demás actores involucrados vuelquen a favor del derecho al acceso a la información pública, a su normatización, de modo que se facilite cada vez más su ejercicio a todas y todos los ciudadanos.

ANEXO II:

CONTRIBUCIÓN DEL DEPARTAMENTO DE MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y GOBERNABILIDAD A LA SESIÓN ESPECIAL DE LA CAJP SOBRE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA
Pablo Zúñiga, Director

Departamento de Gobernabilidad y Modernización del Estado
Con el objeto de apoyar a esta Comisión en el examen de la posibilidad de elaborar un programa interamericano sobre acceso a la información pública, el cual es el objeto de esta Sesión Especial, como lo establece la Resolución 2418 de la más reciente Asamblea General, consideramos importante presentar aquí las consideraciones que sirvieron de base para el aporte del Departamento de Modernización del Estado y Gobernabilidad al documento CP/CAJP-2599/08. Dicho documento, como lo estipula también la misma Resolución, constituye el insumo central para la reflexión en esta Sesión. 

Como es sabido por todos, el derecho de acceso a la información tiene una estrecha relación con niveles más elevados de transparencia e integridad en las instituciones públicas y es un aspecto clave de la democracia y un elemento esencial para asegurar mejores condiciones de gobernabilidad. Representa un medio para promover la participación ciudadana, la rendición de cuentas y la confianza en las instituciones gubernamentales, así como niveles más elevados de eficiencia y responsabilidad en el manejo de los recursos públicos. Facilita el ejercicio adecuado de los derechos sociales, civiles y políticos de los ciudadanos, en tanto que amplía las posibilidades de estos últimos de influenciar y tomar parte en los procesos decisorios.

El debido ejercicio del derecho de acceso a la Información Pública fortalece la relación entre gobernantes y gobernados y posibilita la adecuada acción e interacción de todos los actores estratégicos de la sociedad; En esas condiciones, permite a las personas conocer cómo ejercen el mandato los gobernantes elegidos, a la vez que garantiza que la toma de decisiones colectivas se produzca sobre la base de un entendimiento informado. Esta dinámica constituye el fundamento  primordial para la gobernabilidad democrática, elevando la confianza en los funcionarios e instituciones del Estado y contribuyendo a incrementar la legitimidad de los mismos. 

Es además un elemento central de la lucha contra la corrupción, la cual se ha convertido en una de las amenazas más poderosas que enfrenta el desarrollo económico y social de todo Estado y que conspira en contra de la recta y correcta administración de los recursos públicos.  La apertura  de canales de información, control y participación ciudadana hace posible señalar los abusos, errores y deficiencias en la función pública y se convierte además en un elemento disuasivo de eventuales actos de corrupción.

Teniendo en cuenta lo anterior, consideramos primordial tener en cuenta los siguientes puntos, con el fin de promover acciones que contribuyan a asegurar los beneficios que ofrece el derecho de Acceso a la Información a las Democracias de nuestros países:

1. Es indiscutible la importancia de una clara voluntad política, tanto en la adopción de marcos jurídicos como en la formulación de políticas para su efectiva implementación, teniendo en cuenta que los objetivos primordiales del acceso a la información se pueden resumir en términos de: mejorar la función de gobernar, informar a los ciudadanos y rendir cuentas de las acciones de los administradores del Estado.

2. Si bien aún es prioritario fortalecer la normativa relativa al acceso a la información pública, los esfuerzos en ese sentido, por sí solos, no son suficientes; es indispensable, también, generar mecanismos para implementar la legislación existente.
3. Entre las dificultades que se han detectado en el proceso de implementación de las normas, se pueden mencionar las deficiencias en el manejo de los registros públicos y la sistematización y categorización de la información. Algunas de las razones para esto pueden ser la capacidad limitada de almacenamiento y entrenamiento insuficiente para el manejo de las solicitudes de información.

4. Una tarea inaplazable es dar a conocer entre los ciudadanos la existencia y el contenido de los recursos y los mecanismos legales de acceso a la información, y sobre todo, divulgar ampliamente el mensaje sobre el derecho que le asiste de informarse y sobre la importancia y los alcances de ejercer ese derecho. 

5. Si bien es necesario tomar como punto de partida la situación, características y necesidades propias de cada país, resulta también de gran utilidad conocer las prácticas y procesos seguidos por otros países en materia de acceso a la información y generar medios efectivos de intercambio de experiencias. 
6. Es indispensable tener conciencia sobre la responsabilidad que implica el suministro adecuado y efectivo de la información, en especial aquella que se refiere a las acciones y políticas gubernamentales. Es decir, la información que se ofrece debe ser útil, verificable y comparable, y debe incluir indicaciones claras sobre los retos y las áreas de mayor éxito o dificultad y las acciones o planes a seguir. Esto apunta a garantizar las condiciones para un ejercicio más consciente y responsable de los derechos por parte de la ciudadanía.

7. Una vez definidas, es necesario contar con los instrumentos que permitan aplicar de manera efectiva las políticas relativas al acceso a la información; es decir, dichas políticas deben estar acompañadas de diagnósticos adecuados sobre la situación de acceso a la información y sobre los problemas más relevantes relacionados con las expectativas y el suministro de la información. También es indispensable contar con los mecanismos y recursos que se requieren para la implementación de las políticas, así como disponer de indicadores y mecanismos de seguimiento y evaluación de dicha implementación.

8. Es evidente la relevancia del rol desempeñado por las organizaciones de la sociedad civil en la promoción y avances del derecho de acceso a la información. Por ello, se considera primordial asegurar espacios y mecanismos que faciliten su participación.

9. Construir las bases y la infraestructura que se requiere para facilitar y hacer eficiente el suministro de información pública implica cambios profundos, tanto en los procesos, plataformas y aspectos operacionales, como en la misma cultura organizacional, las creencias y actitudes de los funcionarios públicos, y también de los ciudadanos. Esto trae consigo la necesidad de llevar a cabo campañas y procesos de entrenamiento y capacitación. 
10. Por último, vale la pena señalar que el gobierno electrónico ofrece medios prácticos para garantizar y facilitar el acceso a la información pública. Mediante el uso de tecnologías de información, los gobiernos fortalecen su gestión a través de mejorar el acceso a una creciente gama de servicios y a la información, promoviendo una mayor transparencia, eficiencia y responsabilidad por parte de los servidores públicos.
Quiero terminar con una cita de un texto de Joan Prats, del Institut Internacional de Governabilitat de Catalunya y Universitat Oberta de Catalunya titulado: “Ética del oficio politico”:

“Los buenos políticos impulsan siempre la transparencia, combaten la opacidad en la que se envuelven siempre los malos políticos. Sin transparencia en el ámbito público tiene poco sentido la participación política y se hace muy difícil la rendición de cuentas. La transparencia se mide por el grado que un sistema institucional permite a los ciudadanos o a las organizaciones interesadas acceder eficazmente a información relevante, confiable, suficiente y de calidad en el ámbito económico, social o político que resulte necesario para la defensa de sus intereses o para su participación en la definición de los intereses generales. Estos flujos de información no pueden ser asegurados por los mercados, en parte porque puede haber beneficios importantes derivados de la no revelación. Por eso el rol de la política y del estado resulta crítico en este punto, aunque nada fácil pues también hay rentas políticas derivables de la opacidad.” 

A continuación me permito presentar a la Comisionada Jacqueline Peschard Mariscal, del Instituto Federal de Acceso a la Información Pública (IFAI) de México. 

Como todos saben, México es uno de los países de América Latina que se encuentra a la vanguardia en cuanto al tema de acceso a la información pública, puesto que no sólo ha desarrollado un amplio marco legal, sino que cuenta con un organismo especializado en la materia, a cuyo cargo se encuentra garantizar la implementación de las leyes mediante la promoción y diffusion del Derecho de Acceso a la Información, la supervisión de los procesos de información, la protección de los datos personales y la revisión de las denuncias sobre la materia.

Pero dejemos que sea ella misma quien nos ilustre sobre estos importantes avances, que sin duda serán muy útiles para la reflexión en el seno de esta Comisión.
ANEXO III: 
DESARROLLO E IMPACTO DEL ACCESO A LA INFORMACIÓN EN MÉXICO
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• En 1977 se introdujo parcialmente el derecho de acceso al 

marco normativo mexicano. Se agregó a la Constitución esta 

frase: “el derecho a la información será garantizado por el 

Estado”.

• En diciembre de 2001 se presentó la iniciativa de Ley Federal 

de Transparencia.

• El 11 de junio de 2002 entró en vigor la referida Ley.

• El 21 de diciembre de 2002 se creó el IFAI.

• Desde el 12 de junio de 2003 cualquier persona puede 

presentar solicitudes de información a todos los sujetos 

obligados de la Ley Federal.
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• La Ley se interpreta bajo el principio de 

máxima 

publicidad

.

• No se requiere acreditar 

interés jurídico

.

• No es necesario exponer el uso que se le dará a la 

información.

• El ejercicio del derecho es 

gratuito

.

• El procedimiento de acceso y revisión es 

sencillo

y 

expedito

.
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• Seguridad nacional, seguridad pública.

• Información que pueda menoscabar las relaciones internacionales, 

dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país,  poner 

en riesgo la vida o salud de cualquier persona.

• Los secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otro 

considerado como tal por una disposición legal.

• Las averiguaciones previas.

• Los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos 

seguidos en forma de juicio en tanto no hayan causado estado.

• La que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que 

formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta 

en tanto no sea adoptada la decisión definitiva.

• Los datos personales.
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Es el órgano encargado de 

garantizar el ejercicio del 

derecho en este poder.

Poder Ejecutivo Federal

Sujetos Obligados
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• El IFAI fue creado con la Ley Federal de Transparencia 

en 2002.

• Es un órgano con autonomía operativa, presupuestaria y 

de decisión.

• Se encarga, principalmente, de tres actividades:

– Resolver las inconformidades a las respuestas que las 

dependencias y entidades del Poder Ejecutivo Federal dan a las 

solicitudes de información publica y de acceso y corrección de 

datos personales  de los ciudadanos.

– Proteger los datos personales en poder de las dependencias y 

entidades del Poder Ejecutivo Federal.

– Promover y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la 

información.
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NÚMERO ACUMULADO DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN INGRESADAS

Al 30 de noviembre de 2008 
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Entre el 12 de junio de 2003 y el 30 noviembre de 2008 

se han presentado a la APF 



364,981 solicitudes de información



El 96.1% de las solicitudes fueron ingresadas vía 

electrónica
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Temas relevantes de las solicitudes de información

: 

• Documentos que justifiquen las decisiones relacionadas con 

contrataciones gubernamentales, así como con el otorgamiento de 

autorizaciones, concesiones y permisos. 

• Registros sanitarios, expedientes médicos (Secretaría de Salud).

• En materia ambiental proyectos que necesitan reportes de impacto

ambiental. (Semarnat.)

• Multas y sanciones aplicadas a compañías en diferentes áreas de 

interés público: ambiental, competencia económica, protección al 

consumidor, etc.  

• Sanciones impuestas en contra de servidores públicos.

• Estadísticas gubernamentales y bases de datos útiles para 

compañías (contratación de servicios o adquisición de activos, 

registro de proveedores, etc).
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* Porcentaje respecto a las solicitudes  de información ingresadas

5.6% *

Entre el 12 de junio de 2003 y el 30 de noviembre de 

2008 se han interpuesto 



18,598 recursos de revisión



5.1 % respecto del total de solicitudes de información
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Total acumulado de recursos de revisión resueltos al 3 de diciembre de 2008:17,694

TOTAL

3,077                               

(32 %)

2,871                                              

(29%)

3,768                                              

(39%)

9,716

CONFIRMA REVOCA MODIFICA

RECURSOS DE REVISIÓN RESUELTOS DE FONDO

2

9,716

(55%)

7,978

(45%)

RECURSOS DE REVISIÓN RESUELTOS DE FONDO

RECURSOS DE REVISIÓN RESUELTOS DE FORMA

1

1

Se refiere a sobreseimientos (por desistimiento o por entrega de la información), desechamientos (por incompetencia del IFAI o por 

extemporaneidad del recurso), etc.

2

Modifica se refiere a los recursos en los que sólo una parte de la respuesta del sujeto obligado fue confirmada.

Revoca se refiere a los recursos en los que se revoca la totalidad de la respuesta del sujeto obligado.

Confirma se refiere a los recursos en los que se confirma la respuesta del sujeto obligado.
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Otros

Conciencia de los servidores

Credibilidad - confianza

Evitar corrupción

Contacto con los ciudadanos

Modernizar la APF

Acceso a la información

Crear transparencia

1a. Mención Total Menciones

¿Cuál cree que son los efectos 

positivos

más 

importantes de la aplicación de esta Ley? 

Efectos percibidos de la Ley

N=1,014

55% de los servidores mencionan de 

forma espontánea como efectos 

positivos crear transparencia y acceso a 

la información. Sólo 14% de los 

entrevistados refiere en primera 

mención la modernización de la APF

Centro Internacional de Estudios de Transparencia y Acceso a la Información. “La cultura de los servidores públicos alrededor de los temas de transparencia y 

acceso a la información.” Encuesta presentada en junio de 2007
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2.5%
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Los ciudadanos deben exigir cuentas a su gobierno

En México la sociedad civil es poco participativa.

En México la sociedad civil debe aprender a exigir sus derechos.

El gobierno federal debe dar acceso a toda la información que genera.

El acceso a la información pública puede servir para detectar la corrupción

en el gobierno federal.

El acceso a la información pública puede servir para generar una sociedad

civil más consciente de sus derechos.

Acuerdo (5 y 6) 4 y 3 Desacuerdo (1 y 2)

Actitudes hacia la participación ciudadana*

¿Qué tan de acuerdo está con que...

N=1,221

En general la gran mayoría de los informantes cree que el acceso a la información pública puede traer 

beneficios como una sociedad civil más consciente y la posibilidad de detectar corrupción.  

Sin embargo, también creen que en México la sociedad civil es poco participativa y debe aprender a 

exigir sus derechos

* Estas respuestas parecen muy altas

Centro Internacional de Estudios de Transparencia y Acceso a la Información. “La cultura de los servidores públicos alrededor de los temas de transparencia y 

acceso a la información.” Encuesta presentada en junio de 2007
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28.6% 13.7%
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0% 20% 40% 60% 80% 100%

El acceso a la información pública ha generado eficiencias en la

misma gestión del gobierno federal? 

 El acceso a la información pública ha generado cambios en la

cultura de los servidores públicos? 

 El acceso a la información pública ha generado mejoras en la

forma en que se archiva la información del gobierno federal? 

 El acceso a la información pública ha generado trabajo y gastos

innecesarios en el gobierno federal? 

Mucho Algo Poco Nada

N=1,221

¿Qué tanto cree usted que..

Actitudes hacia el acceso a la información

Se observa nuevamente la dualidad en la opinión: aunque los servidores creen que el 

acceso a la información genera trabajo y gastos innecesarios (58% del total), la gran 

mayoría (entre 80 y 85% del total) cree que el acceso a la información ha generado 

mejoras en el archivo de la información y eficiencias en la misma gestión pública.

Centro Internacional de Estudios de Transparencia y Acceso a la Información. “La cultura de los servidores públicos alrededor de los temas de transparencia y 

acceso a la información.” Encuesta presentada en junio de 2007
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Otros

Fomentar participación ciudadana

Contralorías - auditorías eficientes

Cumplimiento de programas - ley

Modernización administrativa

Mejoras sistema de información

Generar cultura de transparencia

Crear - modificar normatividad

Acceso a la información

Honestidad - educación - principios

Rendición de cuentas

Total menciones Primera mención

De forma espontánea los servidores dicen que los elementos que pueden 

combatir la corrupción en el gobierno federal son rendición de cuentas (21% de 

las primeras menciones), educación o valores morales y generación de cultura 

de transparencia (24%) y el acceso a la información (11%).  

N=1,221

Centro Internacional de Estudios de Transparencia y Acceso a la Información. “La cultura de los servidores públicos alrededor de los temas de transparencia y 

acceso a la información.” Encuesta presentada en junio de 2007
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Fomenta la participación social a través de una sociedad mejor informada. La 

información es crucial para la expansión de la participación de la  ciudadanía en 

democracias contemporáneas.



Reduce la discrecionalidad en el poder de los servidores públicos y fomenta el 

Estado de Derecho. Por medio del acceso a la información, ha sido posible 

detectar actuaciones deficientes del gobierno, incompetencia administrativa.



Ayuda a construir sociedades abiertas y con menor desigualdad.



Un impacto importante: Se ha difundido dentro de la sociedad que el acceso a la 

información gubernamental es un derecho individual fundamental (66% de la 

población identifica a la LFTAI)



Ha fomentado el desarrollo de una prensa independiente y mejor informada, lo 

cual ha probado ser indispensable para que los gobiernos rindan cuentas de sus 

acciones.

¿Es la Ley de Acceso a la Información mexicana una verdadera 

institución de transparencia o únicamente un escaparate, 

considerando la tradición de opacidad del estado mexicano?
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Establecimiento de un sistema electrónico para el acceso a la 

información en las 32 entidades federativas y los municipios con 

una población mayor de 70, 000 habitantes. Actualmente 27 

entidades han adoptado INFOMEX.



Completar el “Ciclo Legislativo” (Leyes sobre archivos y protección 

de datos personales en el sector privado).



Promover con mayor fuerza una cultura de transparencia y 

rendición de cuentas dentro del servicio público.

Retos




ANEXO IV:
El DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA EN VENEZUELA

Documento presentado por la Delegación de Venezuela

El Gobierno Bolivariano de Venezuela quiere ratificar en la mañana de hoy su más alto compromiso con la garantía plena al derecho humano fundamental que tienen todos los ciudadanos de nuestro hemisferio al acceso a la información pública.

La República Bolivariana de Venezuela en concordancia con sus principios Constitucionales e ideológicos fundados en la democracia participativa y protagónica del pueblo, quiere resaltar la importancia de el acceso a la información pública como un derecho estrechamente vinculado a las posibilidades de ejercicio pleno de los derechos a la participación por parte de comunidades y ciudadanos, así como una vía que posibilita una mayor transparencia en la gestión pública. 

En ese sentido y teniendo en cuenta lo antes dicho quisiéramos mencionar los aspectos legales más importantes que promueven  y garantizan el derecho de acceso a la información pública en Venezuela. 

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela establece el acceso a la información pública como un derecho ciudadano fundamental en un contexto integral. 

En efecto nuestra constitución determina el derecho que tiene todo ciudadano de participar libremente de manera directa o por medio de sus representantes en los asuntos públicos a través de la participación en la formación, ejecución y control de la gestión pública, en aras a materializar el principio de protagonismo del pueblo, a través del cual se busca el desarrollo, individual y/o colectivo de la sociedad venezolana.

Así mismo nuestra Carta Magna establece el derecho de toda persona a acceder a información y datos sobre sus bienes contenidos en registros públicos o privados. De igual manera, establece el acceso a documentos contentivos de información de interés para comunidades o grupos de personas, al tiempo que determina el derecho que toda persona tiene de presentar solicitudes ante cualquier funcionario público. 

Por otra parte se consagra el derecho de todos los ciudadanos y ciudadanas a recibir información oportuna, veraz e imparcial de la misma forma como propicia el control sobre los servicios informáticos para proteger a los ciudadanos y garantizar el ejercicio de sus derechos. De esta forma el Estado queda comprometido a permitir el acceso universal a la información pública. 

El derecho de acceso a la información pública en Venezuela posee otros mandatos constitucionales; Por ejemplo, establece que los electores y electoras tienen el derecho a que sus representantes rindan cuentas de manera transparente y periódicamente, determina las condiciones de funcionamiento y la obligación de informar a la población de la administración pública. 

Además, manda que la gestión fiscal se encuentre signada por los principios de  transparencia y la rendición de cuentas

 Es importante mencionar igualmente las leyes nacionales que también consagran el derecho a la información pública. 

La Ley Orgánica de Administración Pública, contempla la obligación de las agencias estatales de informar en forma debida y completa a la ciudadanía no sólo en cuanto a temas específicos sino también en cuanto a su estructura, normas y procedimientos. 

La Ley Orgánica del Poder Público Municipal, prescribe una serie de mecanismos para garantizar la adecuada información de los ciudadanos y ciudadanas, por ejemplo la facultad de los ciudadanos para solicitar la información y documentación administrativa que sea de interés para la comunidad cuando sea necesaria para ejercer la contraloría social, esta solicitud obliga legalmente a la autoridad administrativa municipal a suministrar lo que se le ha otorgado, lo cual de no cumplirse por parte de concejales particularmente que son los funcionarios municipales, les genera una sanción previstas en esta Ley, la cual consiste en la suspensión de su sueldo hasta que sea presentada la cuenta ante los ciudadanos.

Importante también resulta destacar, que a nivel nacional la Ley contra la corrupción establece que toda información sobre la administración del patrimonio público tienen carácter público, por lo cual deben informar a los ciudadanos publicando trimestralmente un informe detallado de fácil manejo y comprensión sobre el patrimonio que administran con la descripción y justificación de su utilización y gasto. En caso de omitirse la obligación a presentar el informe, la ley contra la Corrupción establece una sanción pecuniaria a los titulares de los órganos del poder público que omitiesen este deber.

Finalmente La Ley Orgánica de Planificación es otro instrumento legal que determina el compromiso ineludible de los entes públicos de informar a los ciudadanos sobre los asuntos de su interés.

De esta manera el Gobierno Bolivariano de Venezuela quiere reiterar su más alto apego a los principios legales internacionales del derecho de acceso a la información pública.

ANEXO V:
RECOMENDACIONES LEGISLATIVAS Y DE POLÍTICA PARA EL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA
John M. Wilson

Oficial Jurídico Principal

Departamento de Derecho Internacional

Presentación en PowerPoint: 
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ANEXO VI:
Access to Information as a Fundamental Human Right: Ten Principles on Access to Information Approved by the Inter-American Juridical Committee

Jaime Aparicio Otero

President Inter-American Juridical Committee

Rapporteur  on Acces to Information

Organization of the American States

Information rights include rights to create and communicate information (e.g., freedom of expression, freedom of association), to control others’ access to information (e.g., privacy, data protection and intellectual property), and rights to access information (e.g., freedom of thought, the right to read). Some information rights have been recognized as human rights in international instruments (e.g., Universal Declaration of Human Rights, The AMERICAN CONVENTION ON HUMAN RIGHTS "PACT OF SAN JOSE, COSTA RICA, on the Rights of the Child, Declaration on the Rights of Indigenous People).

“The philosophical discussion of access to information has focused on intellectual freedom, e.g., rights to free speech and to a free press. While intellectual freedom is crucial, it is at best only half of the answer to people’s crucial information needs. Free speech and freedom of the press gain their primary value from their capacity to provide people with information and knowledge.”

I will briefly refer in my presentation to each one of the ten principles on access to information  approved by the IJC in late August: 

The IAJC  took into consideration the paper organized by the Department of International Law of the OAS,  the main international declarations on the right of access to information adopted by several intergovernmental organs and non-governmental organizations, including, among others, the principles of Article 19, The Right to Public Knowledge, The Lima Principles, The Ten Principles of the Right to Know of the Open Society Justice Initiative and the Atlanta Declaration and Plan of Action for the development of the right of access to information, under the auspices of the Carter Center;

We hope that the principles adopted by the IAJC would have an impact in the region if we work together  in a region were many countries are still in a very basic stage, due to cultural and political traditions of secrecy inherited of authoritarian practices.

Principle 1:

“In principle, all information is accessible. Access to information is a fundamental human right which establishes that everyone can access information from public bodies, subject only to a limited regime of exceptions in keeping with a democratic society and proportionate to the interest that justifies them. States should ensure full respect for the right to access to information through adopting appropriate legislation and putting in place the necessary implementation measures.”

The most important contribution of the recently approved PRINCIPLES  ON THE RIGHT OF ACCESS TO INFORMATION by the Inter-American Juridical Committee, related to freedom  Information of information  in the Americas is the  claim that “Access to information is a fundamental human right.  

Access to information is a fundamental right. Allowing people to seek and receive public documents serves as a critical tool for fighting corruption, enabling citizens to more fully participate in public life, making governments more efficient, encouraging investment, and helping persons exercise their fundamental human rights.

This principle was also established in the decision of the Inter-American Court on Human Rights in re Claude Reyes vs. Chile of September 19, 2006, in which it was decided that the right to the freedom of expression enshrined in Article 13 of the American Convention on Human Rights comprises the right to access to information.

According to the Court, Article 13 contains an implied right of general access to government-held information, and States must adopt legal provisions to ensure the right is given full effect. The Court specifically ordered Chile to adopt adequate procedures to protect the right in the future and to train public officials to uphold the public's right to information.

The Court stated that: article 13 of the Americas Human Rights Convention, protects the right of all persons to request access to information held by the State, with the exceptions permitted by the restrictions regime of the Convention. 

As a result, jurisprudence in the Americas supports now the right of persons to receive such information and the positive obligation on the State to supply it, so that the person may have access to the information or receive a reasoned response when, for ground permitted by the Convention, the State may limit access to it in the specific case. 

The IAHRC, (who has jurisdiction in most of the countries) also conclude that “access to information held by the State  permits participation in public governance.” The Court ruled that “in a democratic society it is indispensable that state authorities are governed by the principle of maximum disclosure, which establishes the presumption that all information should be accessible, subject to a restricted system of exceptions.” 

Principle 2:

“The right of access to information applies to all public bodies, including the executive, legislative and judicial branches at all levels of government, constitutional and statutory bodies, bodies which are owned or controlled by government, and organizations which operate with public funds or which perform public functions.”

The right of access applies to all public administrations, institutions and powers, including private bodies performing public functions or using public funding; that applicants must not explains why they want the information nor what they intend to do with it. 

Principle 3: 

“The right to access to information applies to all significant information, defined broadly to include everything which is held or recorded in any format or medium.”

The general principle of publicity is that anyone can request and receive information; that all information be accessible unless covered by exceptions envisaged in a specific law; Certain information may legitimately be secret on grounds of national security or protection of other overriding interests. However, secrecy laws should define national security precisely and indicate clearly the criteria which should be used in determining whether or not information can be declared secret, so as to prevent abuse of the label “secret” for purposes of preventing disclosure of information which is in the public interest. Secrecy laws should set out clearly which officials are entitled to classify documents as secret and should also set overall limits on the length of time documents may remain secret. Such laws should be subject to public debate. 

Principle 4:

“ Public bodies should disseminate information about their functions and activities including, but not limited to, their policies, opportunities for consultation, activities which affect members of the public, their budget, and subsidies, benefits and contracts – on a routine and proactive basis, even in the absence of a specific request, and in a manner which ensures that the information is accessible and understandable.”

Public authorities should be required to publish pro-actively, even in the absence of a request, a range of information of public interest. Systems should be put in place to increase, over time, the amount of information subject to such routine disclosure. Access to information is a citizens’ right. As a result, the procedures for accessing information should be simple, rapid and free or low-cost. Public authorities should be required to meet minimum record management standards. Systems should be put in place to promote higher standards over time. 

Principle 5: 

“ Clear, fair, non-discriminatory and simple rules should be put in place regarding the processing of requests for information. These should include clear and reasonable timelines, provision for assistance to be given to those requesting information, free or low-cost access, and does not exceed the cost of copying and sending the information, and a requirement that where access is refused reasons, including specific grounds for the refusal, be provided in a timely fashion.”

Although governmental participation is a crucial component of our democratic heritage, it is also a fragile one. For every citizen seeking to discover what's going on behind the closed doors of government offices, there's often at least one bureaucrat coming up with reasons to keep things secret.  Secret government is dangerous. Public trust is the nucleus of our democracy and open government keeps public officials accountable and presumably honest. The more government hides, the more distrust there is in government.

By using e-mail, for example, the cost of copying is eliminated and public agencies can't manipulate the law to make obtaining public information cost prohibitive and accessible only to those who could afford to pay the costs imposed by officials. 

Principle 6:

“ Exceptions to the right to access should be established by law, be clear and narrow”.

As soon as there is a compromise on the principle that all information should be public, there is clearly a danger that the authorities holding information will seize on any excuse to keep it secret. The principle that exceptions to public access should be 'narrowly drawn' is aimed at cutting off the possibility of such excuses.

Principle 7: 

“The burden of proof in justifying any denial of access to information lies with the body from which the information was requested.”

The body to which the information is requested should clearly define the types of information that may be made an exception and clearly define the circumstances in which these may be made an exception.

Principle 8:

“  Individuals should have the right to appeal against any refusal or obstruction to

provide access to information to an administrative jurisdiction. There should also be a right to bring an appeal to the courts against the decisions of this administrative body.”

“Those requesting information should have the possibility to appeal any refusals to disclose to an independent body with full powers to investigate and resolve such complaints. 

Principle 9:

“ Anyone who willfully denies or obstructs access to information in breach of the rules should be subject to sanction.”

Sanction the denial of access to public records and  the prosecution of a public official would be an effective reminder to others that giving access to public information isn't discretionary, its mandatory.

Principle 10”

“Measures should be taken to promote, to implement and to enforce the right to

access to information, including creating and maintaining public archives in a serious and professional manner, training public officials, implementing public awareness-raising programmes, improving systems of information management, and reporting by public bodies on the measures they have taken to implement the right of access, including in relation to their processing of requests for information.” 

With an access to information law, governments must establish record keeping and archiving systems, which serves to make them more efficient, reduce discretionarily and allow them to make better decisions  Steps should also be taken to promote broad public awareness of the access to information law., opening, as an example, public spaces that provide assistance, training and support for people to actively exercise his right to obtain information. Public authorities should be required to meet minimum record management standards. Systems should be put in place to promote higher standards over time. 

Conclusion:

The right to access information held by public authorities is a fundamental human right which should be given effect at the national level through comprehensive legislation  based on the principle of maximum disclosure, establishing a presumption that all information is accessible subject only to a narrow system of exceptions. Democracies die behind closed doors. As important as a free press is the access to information to protect the people's right to know that their government acts fairly, lawfully, and accurately.  The urgent need to develop basic principles related to the right of access to information, particularly to support the drafting and implementation of legislation, as well as an Inter-American Convention on Freedom of Information, that keeps the standards raised by the principles of the IAJC,  to make this right effective is highly recommended.

Only with information, citizens can better secure their democratic rights. Moreover, greater transparency can help reestablish trust between government and its citizens. 
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ATI Process: Responding



		Clear process for making decisions

		Clear process for processing information

		Deadline for responding to requests

		Extensions only if difficult to identify or locate info

		Notify requester if not possible before deadline

		Create information offices in every gov’t agency

		Respond to requests by delivering all relevant documents requested

		Delivered information should also be made available to the general public





The states must also establish a clear and simple process by which the government offices respond to information requests received, including the establishment of a deadline for response to the requests. 



Extensions only in exceptional cases when it is difficult to identify or locate the information. 
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Solicitudes de información ingresadas a la Administración Pública Federal











NÚMERO ACUMULADO DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN INGRESADAS


Al 30 de noviembre de 2008 
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Entre el 12 de junio de 2003 y el 30 noviembre de 2008 


se han presentado a la APF 





364,981 solicitudes de información





El 96.1% de las solicitudes fueron ingresadas vía 


electrónica


Instituto Federal de Acceso
a la Informacioén Pablica
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Recursos de revisión resueltos 

Al 3 de diciembre de 2008



Total acumulado de recursos de revisión resueltos al 3 de diciembre de 2008:17,694

1  Se refiere a sobreseimientos (por desistimiento o por entrega de la información), desechamientos (por incompetencia del IFAI o por extemporaneidad del recurso), etc.

2 Modifica se refiere a los recursos en los que sólo una parte de la respuesta del sujeto obligado fue confirmada.

Revoca se refiere a los recursos en los que se revoca la totalidad de la respuesta del sujeto obligado.

Confirma se refiere a los recursos en los que se confirma la respuesta del sujeto obligado.

		RECURSOS DE REVISIÓN RESUELTOS DE FONDO2


		TOTAL		MODIFICA		REVOCA		CONFIRMA

		9,716		3,768                                              (39%)		 2,871                                              (29%)		3,077                               (32 %)



		RECURSOS DE REVISIÓN RESUELTOS DE FORMA1		RECURSOS DE REVISIÓN RESUELTOS DE FONDO


		7,978
(45%)		9,716
(55%)
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Actitudes hacia la participación ciudadana*

¿Qué tan de acuerdo está con que...

N=1,221

En general la gran mayoría de los informantes cree que el acceso a la información pública puede traer beneficios como una sociedad civil más consciente y la posibilidad de detectar corrupción.  

Sin embargo, también creen que en México la sociedad civil es poco participativa y debe aprender a exigir sus derechos

* Estas respuestas parecen muy altas

Centro Internacional de Estudios de Transparencia y Acceso a la Información. “La cultura de los servidores públicos alrededor de los temas de transparencia y acceso a la información.” Encuesta presentada en junio de 2007
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Los ciudadanos deben exigir cuentas a su gobierno


En México la sociedad civil es poco participativa.


En México la sociedad civil debe aprender a exigir sus derechos.


El gobierno federal debe dar acceso a toda la información que genera.


El acceso a la información pública puede servir para detectar la corrupción


en el gobierno federal.


El acceso a la información pública puede servir para generar una sociedad


civil más consciente de sus derechos.


Acuerdo (5 y 6) 4 y 3 Desacuerdo (1 y 2)


Instituto Federal de Acceso
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Corrupción

De forma espontánea los servidores dicen que los elementos que pueden combatir la corrupción en el gobierno federal son rendición de cuentas (21% de las primeras menciones), educación o valores morales y generación de cultura de transparencia (24%) y el acceso a la información (11%).  

N=1,221

Centro Internacional de Estudios de Transparencia y Acceso a la Información. “La cultura de los servidores públicos alrededor de los temas de transparencia y acceso a la información.” Encuesta presentada en junio de 2007
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Fomentar participación ciudadana


Contralorías - auditorías eficientes


Cumplimiento de programas - ley


Modernización administrativa


Mejoras sistema de información


Generar cultura de transparencia


Crear - modificar normatividad


Acceso a la información


Honestidad - educación - principios


Rendición de cuentas


Total menciones Primera mención
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		Fomenta la participación social a través de una sociedad mejor informada. La información es crucial para la expansión de la participación de la  ciudadanía en democracias contemporáneas.



		Reduce la discrecionalidad en el poder de los servidores públicos y fomenta el Estado de Derecho. Por medio del acceso a la información, ha sido posible detectar actuaciones deficientes del gobierno, incompetencia administrativa.





		Ayuda a construir sociedades abiertas y con menor desigualdad.





		Un impacto importante: Se ha difundido dentro de la sociedad que el acceso a la información gubernamental es un derecho individual fundamental (66% de la población identifica a la LFTAI)



		Ha fomentado el desarrollo de una prensa independiente y mejor informada, lo cual ha probado ser indispensable para que los gobiernos rindan cuentas de sus acciones.



¿Es la Ley de Acceso a la Información mexicana una verdadera institución de transparencia o únicamente un escaparate, considerando la tradición de opacidad del estado mexicano? 
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		Establecimiento de un sistema electrónico para el acceso a la información en las 32 entidades federativas y los municipios con una población mayor de 70, 000 habitantes. Actualmente 27 entidades han adoptado INFOMEX.



		Completar el “Ciclo Legislativo” (Leyes sobre archivos y protección de datos personales en el sector privado).





		Promover con mayor fuerza una cultura de transparencia y rendición de cuentas dentro del servicio público.



Retos
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N=1,221

¿Qué tanto cree usted que..

Actitudes hacia el acceso a la información

Se observa nuevamente la dualidad en la opinión: aunque los servidores creen que el acceso a la información genera trabajo y gastos innecesarios (58% del total), la gran mayoría (entre 80 y 85% del total) cree que el acceso a la información ha generado mejoras en el archivo de la información y eficiencias en la misma gestión pública.

Centro Internacional de Estudios de Transparencia y Acceso a la Información. “La cultura de los servidores públicos alrededor de los temas de transparencia y acceso a la información.” Encuesta presentada en junio de 2007
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El acceso a la información pública ha generado eficiencias en la


misma gestión del gobierno federal? 


 El acceso a la información pública ha generado cambios en la


cultura de los servidores públicos? 


 El acceso a la información pública ha generado mejoras en la


forma en que se archiva la información del gobierno federal? 


 El acceso a la información pública ha generado trabajo y gastos


innecesarios en el gobierno federal? 


Mucho Algo Poco Nada
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Perfil del recurrente
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			Ámbito académico			5,012			7,804			11,114			12,248			18,916			16,829			71,923			29.1			33.4			33.9			33.0			32.0			28.9			31.6			85			202			491			409			564			543			2,294			22.9			24.2			34.3			24.9			23.0			22.8			25.2			1.7			2.6			4.4			3.3			3.0			3.2			3.2


			Ámbito gubernamental			2,136			2,926			4,247			3,946			6,491			7,125			26,871			12.4			12.5			13.0			10.6			11.0			12.3			11.8			38			113			230			249			264			336			1,230			10.2			13.6			16.1			15.1			10.8			14.1			13.5			1.8			3.9			5.4			6.3			4.1			4.7			4.6


			Medios de comunicación			1,721			2,104			2,822			3,307			5,716			4,612			20,282			10.0			9.0			8.6			8.9			9.7			7.9			8.9			73			187			189			304			412			369			1,534			19.7			22.4			13.2			18.5			16.8			15.5			16.8			4.2			8.9			6.7			9.2			7.2			8.0			7.6


			Otros			4,448			5,896			8,788			11,292			18,530			19,257			68,211			25.8			25.2			26.8			30.5			31.4			33.1			30.0			118			202			295			418			688			691			2,412			31.8			24.2			20.6			25.4			28.0			29.0			26.4			2.7			3.4			3.4			3.7			3.7			3.6			3.5


			No determinable*																																													41			55			53			110			65			37			361


			Total			24,097			37,732			50,127			60,213			94,723			98,089			364,981			100.0			100.0			100.0			100.0			100.0			100.0			100.0			635			1,431			2,639			3,533			4,864			5,496			18,598			100.0			100.0			100.0			100.0			100.0			100.0			100.0			2.6			3.8			5.3			5.9			5.1			5.6			5.1


			* No hay un número de folio de la solicitud
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¿Cuál cree que son los efectos positivos más importantes de la aplicación de esta Ley? 

  Efectos percibidos de la Ley

N=1,014

55% de los servidores mencionan de forma espontánea como efectos positivos crear transparencia y acceso a la información. Sólo 14% de los entrevistados refiere en primera mención la modernización de la APF

Centro Internacional de Estudios de Transparencia y Acceso a la Información. “La cultura de los servidores públicos alrededor de los temas de transparencia y acceso a la información.” Encuesta presentada en junio de 2007
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Perfil del solicitante











OCUPACIÓN REPORTADA* DE LOS SOLICITANTES DE INFORMACIÓN


Al 30 de noviembre de 2008


12%


13%


17%


16%


27%


45%


12%


14%


13%


13%


12%


17%


18%


15%


18%


17%


25%


23%


24%


24%


31%


27%


43%


39%


48%


46%


47%


45%


0%


10%


20%


30%


40%


50%


60%


70%


80%


90%


100%


2003


2004


2005


2006


2007


2008


Total


* No se incluyen los solicitantes que reportaron la ocupación en la categoría "Otros" o no especificaron la ocupación.


Académico


Empresarial


Gubernamental


Medios de 


comunicación


Instituto Federal de Acceso
a la Informacioén Pablica








_1296995544.ppt


Consultas al Portal de Obligaciones de Transparencia













Al 30 de noviembre de 2008
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Número acumulado de recursos de revisión interpuestos ante el IFAI











Al 30 de noviembre de 2008
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Entre el 12 de junio de 2003 y el 30 de noviembre de 


2008 se han interpuesto 





18,598 recursos de revisión





5.1 % respecto del total de solicitudes de información
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Solicitudes de información hechas de conformidad con la Ley de Transparencia.



Temas relevantes de las solicitudes de información: 

		Documentos que justifiquen las decisiones relacionadas con contrataciones gubernamentales, así como con el otorgamiento de autorizaciones, concesiones y permisos. 

		Registros sanitarios, expedientes médicos (Secretaría de Salud).

		En materia ambiental proyectos que necesitan reportes de impacto ambiental. (Semarnat.)

		Multas y sanciones aplicadas a compañías en diferentes áreas de interés público: ambiental, competencia económica, protección al consumidor, etc.  

		Sanciones impuestas en contra de servidores públicos.

		Estadísticas gubernamentales y bases de datos útiles para compañías (contratación de servicios o adquisición de activos, registro de proveedores, etc).
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Ten IAJC Principles



1.  In principle, all information is accessible…

2.  The right of ATI applies to all public bodies…

3.  The right to ATI applies to all information defined broadly…

4.  Public bodies should disseminate information proactively…

5.  Clear, fair, non-discriminatory and simple rules should be

     put in place regarding the processing of requests…

6.  ATI exceptions should established by law, clear & narrow

7.  Burden of proof in any denial of ATI falls on state…

8.  Individuals should have the right to appeal any refusal…

9.  Willfully denials or obstructions to ATI subject to sanction. 

10. Measures should be taken to promote, to implement and to 

      enforce the right to access to information…
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Principios que rigen el acceso a la información en México 

		La Ley se interpreta bajo el principio de máxima publicidad.





		No se requiere acreditar interés jurídico.





		No es necesario exponer el uso que se le dará a la información.





		El ejercicio del derecho es gratuito.





		El procedimiento de acceso y revisión es sencillo y expedito.
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Sujetos Obligados de la Ley de Transparencia

		Sujetos Obligados
		Poder Ejecutivo Federal		









Es el órgano encargado de garantizar el ejercicio del derecho en este poder.

		Poder Judicial Federal
		Cada uno de estos poderes y órganos constitucionales autónomos crean sus organismos encargados de garantizar el ejercicio del derecho.

		Poder Legislativo Federal


		Órganos Constitucionales Autónomos (Banco de México, Instituto Federal Electoral, Comisión Nacional de Derechos Humanos, etc.)
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Instituto Federal de Acceso a la Información Pública

		El IFAI fue creado con la Ley Federal de Transparencia en 2002.



		Es un órgano con autonomía operativa, presupuestaria y de decisión.



		Se encarga, principalmente, de tres actividades:

		Resolver las inconformidades a las respuestas que las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo Federal dan a las solicitudes de información publica y de acceso y corrección de datos personales  de los ciudadanos.

		Proteger los datos personales en poder de las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo Federal.

		Promover y difundir el ejercicio del derecho de acceso a la información.
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Excepciones del acceso a la información en México

		Seguridad nacional, seguridad pública.





		Información que pueda menoscabar las relaciones internacionales, dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país,  poner en riesgo la vida o salud de cualquier persona.





		Los secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otro considerado como tal por una disposición legal.





		Las averiguaciones previas.





		Los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio en tanto no hayan causado estado.





		La que contenga las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto no sea adoptada la decisión definitiva.





		Los datos personales.
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Leyes y decretos de Acceso a la Información en América 

		Año de aprobación		Leyes de Transparencia		Decretos del Poder Ejecutivo

		1966		Estados Unidos de América

		1983		Canadá

		1985		Colombia

		1994		Belice

		1999		Trinidad y Tobago

		2002		Panamá

		México

		Perú

		Jamaica

		2003		Argentina

		2004		Ecuador		Bolivia

		República Dominicana

		Antigua y Barbuda

		2006		Honduras

		2007		Nicaragua

		2008		Chile

		Guatemala

		Uruguay
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Introducción del derecho en el marco normativo mexicano 

		En 1977 se introdujo parcialmente el derecho de acceso al marco normativo mexicano. Se agregó a la Constitución esta frase: “el derecho a la información será garantizado por el Estado”.





		En diciembre de 2001 se presentó la iniciativa de Ley Federal de Transparencia.



		El 11 de junio de 2002 entró en vigor la referida Ley.



		El 21 de diciembre de 2002 se creó el IFAI.



		Desde el 12 de junio de 2003 cualquier persona puede presentar solicitudes de información a todos los sujetos obligados de la Ley Federal.
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   Hard Law 			Soft Law

		 Legally Binding



		 Clear Obligations for



   the State



		 Regular Adoption



		 Difficult Negotiation



		 Lowest Common   



  Denominator

		 Not Legally Binding



		 Unclear Obligations



   the State



		 Irregular Adoption



		 Ease of Negotiation



		 More Comprehensive



  Text
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Desarrollo e Impacto del Acceso a la Información en México



Comisionada Jacqueline Peschard

Diciembre de 2008
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Inter-American Program

Type of Instrument



		Hard Law Instrument: Treaty, Convention, Protocol



		Soft Law Instrument: Model Law, Regulatory Guidelines, Principles, Inter-American Program
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   Appeals / Commissions



		Create independent/impartial oversight system with authority to monitor ATI implementation



		Ensure request for information that are delayed, denied, or infringed have access to effective and low-cost appeal procedure before independent & impartial body



		Create an independent and impartial appeals system composed of an independent agency, commission, or court (or any combination of the three) to hear cases of denied appeals





A party whose requests have been delayed, denied, or infringed in any manner by state agencies has the right to an appeal process to an independent review authority with the power to make binding and enforceable decisions. Infractions and decisions of agencies or commissions must always be subject to eventual appeal in the domestic legal system. 
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Best Practices: Questionnaire



CP/CAJP-2548/07: 4 States (Argentina, Chile, Colombia, Peru)

Civil Society Organizations (11 States)





Re-Circulate: 	December 15 , 2008

State Response:	February 28, 2008
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FORMULARIO DE LA ORGANIZACION DE LOS ESTADOS AMERICANOS
PPARA DESIGNACION DE AUTORIDADES CENTRALES
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IAJC Principles





73rd REGULAR SESSION			     OAS/Ser.Q

August 4 to 14, 2008                                 	     CJI/RES. 147 (LXXIII-O/08)

Rio de Janeiro, Brazil			     7 August 2008

	



	

CJI/RES. 147 (LXXIII-O/08)

Principles on the right of access to Information 
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Best Practices



CAJP Report

The Report compiles the answers to the questionnaire presented by the CAJP and it contains the following elements: 



1) Questionnaire of the CAJP



2) Table answers by States



3) Table answers by Civil Society



4) Recommendations from Civil Society
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   Exceptions to Disclosure 



All exceptions must be limited: 



		Must be previously established by law



		Must respond to objective permitted under int’l law



		Must interfere as little as possible with right of ATI 



		Exceptions limited by Inter-American Case Law for States Parties to American Convention on Human Rights (Claude Reyes v. Chile)





	Burden of Proof than an Exception applies falls Exclusively on the State









ESTAD0S AMERICANOS.







_1296396807.ppt




   Exceptions to Exceptions



		Exceptions must be subject to public interest override: info normally exempt should be divulged when public interest outweighs exception 



		Partial disclosure when some (but not all) information in a document is protected by exception = Redaction



		Compulsory sunset system that mandates eventual disclosure after reasonable period of time
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ATI Process: Non - Responding



		Deliver any denial of a request in writing



		Clearly state reason info requested not provided 



		Give sufficient information so requester can understand & exercise right to review & appeal



		Include & enforce sanctions against public officials who fail to fulfill obligation to comply with ATI legislation









Extensions only in exceptional cases when it is difficult to identify or locate the information. 
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Recommendations



		Policy Recommendations



		Member States

		Organization of American States



		Legislative Recommendations





		





Policy Recommendations to States: Policy recommendations to member states aimed at ensuring compliance with ATI obligations. 

Policy Recommendations to OAS:	Policy recommendations for OAS to assist member states ensure compliance with ATI & set example to states and int’l orgs in compliance
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		 Adopt comprehensive legislation based on principle of maximum disclosure



		 Include Information in all its forms: 





NO limits to manner in which information is defined 

NO limits to manner in which information recorded

NO limits to its form or source

NO limits to the date of creation or official status 

NO limits whether or not information is classified 

Principle: Maximum Disclosure



Access to information must be the rule in all states and must follow the principle of MAXIMUM DISCLOSURE. 

Adopt comprehensive legislation that guarantees the right of access to information held by the state based on the principle of maximum disclosure. 

Provide as broad and inclusive a right to information as possible, in all its forms, without limitation to the manner in which information/documentation is defined or recorded, to its form or source, to the date of creation or official status, and without limitation to whether or not it was created by the body that holds it, or whether or not it is classified. 

Ensure that the right of access to information applies to all state agencies and officials without exception, including those from all branches of government, whether established under the Constitution or by statute, and to all nongovernmental actors that receive public funds or benefits, carry out public functions, or exploit natural resources.

Require private corporations to divulge requested information when it pertains to the exercise or protection of human rights. 
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 Presumption of Publicity 



	ALL information in possession of the state is public & should be disclosed to all persons in transparent and accessible manner:



		States must make all core public information accessible in clear and methodical manner



		Create a compulsory list of core information that must be published preemptively





This creates on one hand the right of any individual to request and receive information, and on the other, a positive obligation of all states to comply with such requests. Moreover, the state must automatically make public as much information as possible proactively—a practice that increases transparency and accessibility, reduces the number of possible requests for information, reduces costs to the state and individuals, ensures more effective management of the law, and makes information immediately accessible to all.

States at their own initiative (without the need for an access to information request), make all core public information and documentation accessible in a clear and understandable manner.

Create a compulsory list of core information that must be published preemptively and ensure its widest possible dissemination. 
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ATI Process: Making a Request



		Requests personally or in writing

			Information requests only need: 

		data to locate the document requested 

		data needed to deliver doc to requester

		Accept requests w/o need to prove personal interest in, connection to, or justification for the info requested

		No cost to requester for making or submitting request

		Guarantee persons exercising right of ATI are not subject to any type of sanction





States should establish a clear, simple, and without cost (insofar as possible) process by which persons can request information. This system should require only minimal information from the requesting party and should not require an express or implicit interest in the information requested. 

A. Allow requests personally or in writing, either verbally or in electronic or written form. 
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 Applies to State Actors:



ALL state agencies and officials (federal & local)



ALL branches of government (leg, exec, judicial)



ALL agencies whether established by Constitution or statute





Applies to Non-State Actors:



ALL private actors that receive public funds or benefits, carry out public functions or exploit natural resources. 





Require private entities to divulge requested information when it pertains to the exercise or protection of human rights

Principle: Maximum Disclosure



Access to information must be the rule in all states and must follow the principle of MAXIMUM DISCLOSURE. 

Adopt comprehensive legislation that guarantees the right of access to information held by the state based on the principle of maximum disclosure. 

Provide as broad and inclusive a right to information as possible, in all its forms, without limitation to the manner in which information/documentation is defined or recorded, to its form or source, to the date of creation or official status, and without limitation to whether or not it was created by the body that holds it, or whether or not it is classified. 

Ensure that the right of access to information applies to all state agencies and officials without exception, including those from all branches of government, whether established under the Constitution or by statute, and to all nongovernmental actors that receive public funds or benefits, carry out public functions, or exploit natural resources.

Require private corporations to divulge requested information when it pertains to the exercise or protection of human rights. 
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Policy Recommendations - OAS



		Adopt - implement an internal information policy

		Draft convention, model law, other instrument on ATI

		Assist states in implementing right of ATI 

		Assist states to establish mechanisms for reporting progress in enactment, implementation, enforcement

		Assist states in providing education and training

		Help states share best practices and lessons learned

		Include section on ATI in annual report IACHR (SR)

		Prepare ATI seminars and workshops

		Encourage donors to support state efforts

		Prepare recommendations on Data Protection







Participate with civil society organizations and media in the development of effective ATI systems, in informing and educating general public on existence and exercise of this right, and in creating follow-up and monitoring systems
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   Legislative Recommendations 





	a. Fundamental Principles

 

	b. Presumption of Publicity 



	c. Requesting Process 



	d. Response to the Request 



	e. Exceptions 



	f. Oversight and Appeals Process 









ESTAD0S AMERICANOS.







_1296396797.ppt




Policy Recommendations - States



		Make ATI inherent to public duties & state functions



		Enact legislation on ATI - rescind laws contrary to ATI



		Consider drafting & implementation ATI instrument



		Resources needed to create/maintain ATI system



		Create court system to hear appeals



		Mechanisms to monitor compliance



		Designate information officials



		Educate public on ATI



		Train officials on ATI





While the two previous sections have presented a summary of access to information as a human and democratic right, the following two sections present the recommendations needed for the states, the OAS, and other actors to move forward in faithful compliance with the promotion and protection of this right. 
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   Recommendations Study 



 Structure:



	 Human Rights



	  Democratic Rights 



	  Recommendations:



		 Policy



		 Legal



	  Best Practices
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 Democratic Right



Political decisions must be based on ATI -- an indispensable to effective exercise of political rights, to functioning of democracy, to governance 



	 Citizen participation

	 Transparency and Accountability

	 Legitimacy and Trust in Government 

	 Efficiency in Public Administration 
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CAJP Study

 Democratic Right

Human Right 

+

State Obligations

Recommendations



The sections on human rights and democratic rights of the of the Study concluded that states have several obligations with which to comply in providing citizen’s due access to public information. The two previous panels have presented a summary of access to information as a human and democratic right.  As a result of these obligations, the study formulates a series of recommendations needed for the states, the OAS, and other actors to move forward in faithful compliance with the promotion and protection of this right. 
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   Human Right 



ATI established as human right in various int’l instruments & jurisprudence



	 Obligations of the State 

	 Case - Law

	 Limits Exceptions
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  Access to Information



1. Legal Recommendations

2. Policy Recommendations

3. Questionnaire

4. IAJC Principles

5. Inter-American Program
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   CAJP Study 



 AG/RES. 2288 OP 8(a) and 13 (a)



 Joint Document: DIL / DSMGG / IAJC / IACHR

  SR / Americas Trust / CAJP



  CAJP / Carter Center / civil society



  Presentation: CAJP 04/24/2008
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Special Session of the CAJP: Dec. 15, 2008

Access to Information

John M. Wilson

Department of International Law












